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El derecho evoluciona y se adapta a las nuevas necesidades del contexto 
nacional; así nace la Ley 1531 de 2012, por medio de la cual se crea la acción 
de declaración de ausencia por desaparición forzada; en este trabajo se 
analizan los alcances y consecuencias para el ejercicio de esta acción especial 
creada como herramienta de protección de los derechos de las víctimas del 
delito de desaparición forzada. 
Para entrar en materia, inicialmente un análisis del desarrollo histórico en el 
derecho Colombiano de los efectos que la desaparición forzada genera en el 
derecho privado en Colombia; las acciones que se ejercitaban en caso de 
desaparición forzada, la declaración de ausencia y la declaración de muerte 
presunta, sus diferencias e implicaciones, y la naturaleza jurídica de cada una 
de las acciones. 
Como último, los efectos de la sentencia de declaración de ausencia por 
desaparición forzada, como herramientas de protección y garantía de derechos 
personales y patrimoniales del desaparecido, inclusive de la continuidad de la 
personalidad jurídica y conservación de la patria potestad del desaparecido 
sobre los hijos menores. 
El desarrollo del trabajo se encierra en un tipo de investigación de naturaleza 
exploratoria por la escasa producción académica sobre el tema y en apoyo con 
la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional de Colombia, en 
complemento con la normativa interna del país haciendo posible una 
interpretación sistemática de las normas que regulan la acción de declaración 
de ausencia por desaparición forzada, y en especial de la aplicación de los 
beneficios creados para las víctimas de delitos como la desaparición forzada, 
secuestro y toma de rehenes, por medio de la Ley 986 de 2005. 
 
¿CUÁL ES EL ALCANCE Y LAS CONSECUENCIAS DE LA ACCIÓN DE 
DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN FORZADA A PARTIR 
DE LA LEY 1531 DE 2012? 
 
1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
La desaparición forzada, es un delito considerado crimen de lesa humanidad 
por la comunidad internacional, y como tal, constituye una violación de 
derechos humanos, personales y patrimoniales; por esta razón, se han 
elaborado diversos tratados internacionales con el fin de prevenir, investigar, 
evitar y juzgar esta conducta de la que Colombia ha sido escenario desde la 
década de 1970. 
Sin embargo, los tratados internacionales ratificados en Colombia, al igual que 
varias leyes en materia penal y de derechos humanos sobre la desaparición 
forzada, no habían tratado el tema de la protección de los derechos 
patrimoniales, de la personalidad Jurídica del desparecido, de la patria potestad 
sobre los hijos menores del desaparecido y de los derechos de la familia y de 
los hijos menores a percibir los salarios del desaparecido; ocupándose siempre 
de la parte de los derechos humanos, de los derechos fundamentales y de la 
asistencia humanitaria. 
Por lo anterior, los familiares de la victima legitimados para iniciar el trámite 
respectivo tendiente a la protección de los derechos anteriormente 
mencionados, debían acudir a la simple ausencia que trata el Código Civil 
Colombiano para conseguir el nombramiento de un administrador de bienes*, 
esperar el transcurso de dos años después de tener en conocimiento la última 
noticia del presunto desaparecido e iniciar el proceso de declaración de muerte 
presunta,  para poder acceder a cualquier asistencia humanitaria y económica, 
con lo que claro está se rompía cualquier esperanza de reaparecer el individuo. 
En el 2012, se crea mediante la ley 1531 de 2012, la acción de declaración de 
ausencia por desaparición forzada como una herramienta legal tendiente a la 
protección de derechos de índole personal como la personalidad jurídica, la 
conservación del patrimonio económico, la patria potestad sobre los hijos 
menores, el estado civil, y el derecho a la familia e hijos menores a percibir los 
salarios del declarado ausente por desaparición forzada, pero sin establecerse 
un término por el cual dure este estado de ausencia por desaparición forzada. 
Es así como esta acción civil, emergió como una alternativa para que las 
víctimas indirectas del delito de desaparición forzada, no revivan aquel estado 
de zozobra, de melancolía y revictimización, al iniciar los trámites de la 
declaración de muerte presunta al cabo de dos años, contados a partir de la 
ausencia o desaparición, para poder acceder a los beneficios contemplados en 
la ley 418 de 1997, tales como la asistencia humanitaria, para lo cual es 
requisito contar con un certificado de defunción, teniendo en cuenta que el fin 
de la muerte presunta no es precisamente el de resarcir perjuicios de 
consecuencias de violación de derechos humanos. 
La sentencia que declara la ausencia por desaparición forzada, tiene como fin 
la protección y garantizar la continuidad de la personalidad jurídica, la 
protección de la patria potestad sobre los hijos menores, y el derecho a la 
familia e hijos menores a continuar recibiendo los salarios del declarado 
ausente, apoyándose en el principio de solidaridad, todo estos sin exigir el 
transcurso de un lapso temporal, en razón que se puede acudir en cualquier 
momento. 
Como es sabido, la personalidad jurídica no es más que la capacidad legal del 
sujeto de derecho de contraer derechos y adquirir obligaciones, significa esto 
entonces que el ausente desaparecido continua siendo titular y responsable de 
las obligaciones y créditos adquiridos antes de producirse la desaparición; en 
cuanto al derecho de familia, continua vigente la patria potestad sobre los hijos 
menores, razón por la cual es de suponer que por ejemplo las obligaciones de 
alimentos siguen vigentes a cargo del  desaparecido; y en cuanto a la familia y 
sus hijos menores, continúan recibiendo los salarios del ausente desaparecido 
como una medida para proteger la integridad de quienes dependían 
económicamente del desaparecido, ¿pero por cuánto tiempo?. 
Todos esos interrogantes, hacen que la ley 1531 de 2012 requiera de un 
proceso hermenéutico profundo sobre la materia que regula, especialmente en 
lo que atiende la sentencia que declara la ausencia por desaparición  y sus 
efectos en el campo del derecho privado, a partir de lo enunciado se planteó el 
interrogante ¿Cuál es el alcance y las consecuencias de la acción de 
declaración de ausencia  por desaparición forzada – ley 1531 de 2012 – 
como herramienta legal para proteger y garantizar la continuidad de los 
derechos civiles y patrimoniales del declarado ausente por desaparición 
forzada, teniendo en cuenta que no hay un periodo establecido para ese 


















Analizar el alcance y las consecuencias de la acción de declaración de 
ausencia por desaparición forzada contemplada en la ley 1531 de 2012, es una 
investigación jurídica que se realiza con el fin de comprender los efectos que se 
pretenden proteger y garantizar en la órbita del derecho civil, en lo que 
respecta a los derechos civiles, patrimoniales y económicos del individuo y su 
familia como sujetos de derecho. 
Pretendió el legislador al crear esta acción civil, evitar que las víctimas 
indirectas de la desaparición forzada – su familia – sean revictimizadas al 
acudir a la declaración de muerte presunta, con el supuesto de ser requisito la 
obtención del certificado de defunción para acceder a cualquier ayuda por parte 
del estado, era necesario establecer que tan acertada es esta acción para el fin 
que fue establecida.  
La sentencia que declara la ausencia por desaparición forzada tiene como 
objetivo principal  garantizar y asegurar la continuidad de los derechos civiles 
del ausente desaparecido, razón suficiente que motivó esta investigación a fin 
de analizar si realmente es efectiva esta nueva normativa como una 
herramienta legal del derecho Colombiano para mitigar los efectos negativos en 
la esfera del derecho privado, pues es bien conocido que en materia penal y 
humanitaria son muchas las herramientas creadas para la protección de los 
derechos humanos. 
El resultado de este trabajo, denominado “Acción de declaración de ausencia 
por Desaparición Forzada: Alcance y consecuencias”, es una herramienta de 
bastante utilidad en el manejo de la desaparición forzada en el derecho civil, 
pues se analizó cada uno de los efectos de la sentencia, creando de manera 
crítica y reflexiva una posición que permite comprender de manera práctica e 
integral la efectividad del derecho frente a la realidad social que se vive en el 
país. 
 
3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
3.1. OBJETIVO GENERAL 
Analizar el alcance y consecuencias de la acción de declaración de ausencia  
por desaparición forzada – ley 1531 de 2012 – como herramienta legal para 
proteger y garantizar la continuidad de los derechos civiles y patrimoniales del 
declarado ausente por desaparición forzada, teniendo en cuenta que no hay un 
periodo establecido para ese estado de ausente por desaparición forzada. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
1. Recorrer el desarrollo histórico de los efectos en el derecho civil de la 
desaparición forzada en Colombia 
2. Examinar la naturaleza jurídica de la desaparición, la ausencia y la 
muerte presunta. 
3. Analizar cada uno de los efectos que tiene la sentencia que declara la 











4. MARCO REFERENCIAL 
 
Para fundamentar el presente trabajo de grado, se expone en primer lugar el 
desarrollo histórico que ha presentado la declaración de ausencia por 
desaparición forzada, en especial lo que corresponde a la finalidad de la 
sentencia que declara ausente por desaparición forzada; en segundo lugar, se 
enmarca teóricamente en la hermenéutica jurídica como sustento de 
interpretación doctrinal sistemática propia  de quienes de manera individual y 
privada analizan las normas jurídicas a fin de determinar el alcance de ley en el 
derecho. 
En tercer lugar, está el marco jurídico que a la vez se encuentra dividido en dos 
partes; la primera el marco constitucional que desarrolla a través de la 
constitución nacional los principios y normas superiores que deben ser tenidas 
en cuenta al momento de realizar el proceso hermenéutico interpretativo de la 
ley, adicional a ello, el bloque de constitucionalidad que hace referencia a los 
tratados de derecho internacional ratificados por el país; la segunda parte, el 
marco jurídico propiamente dicho, el cual toma las leyes “vigentes” 
relacionadas con el tema a fin de cumplir con la tarea de realizar un 
procedimiento hermenéutico de manera integral y sistemático. 
En cuarto lugar, el marco conceptual se caracteriza por ser el resultado de la 
revisión bibliográfica realizada a fin de estructurar y enmarcar el trabajo de 
grado por medio de las teorías y publicaciones de diversos autores para 
encuadrar las definiciones, conceptos y líneas que sustentan la teoría y 
conclusiones que se pretenden alcanzar, al igual que desarrollar la 
comunicación mucho mas entendible. 
Finalmente, el estado del arte trata de realizar un acercamiento al tema que se 
investiga, por medio de la revisión de investigaciones recientes sobre el tema 
central del trabajo lo cual permite una mejor delimitación del asunto que se 
trabaja. 
 
4.1. MARCO HISTÓRICO 
En el derecho romano clásico existió una institución jurídica privada 
denominada ius postilium1, la cual consistió, en un principio del derecho de 
gentes romano en dar por muerto al ciudadano jefe de familia que caía 
prisionero durante la guerra el día en que acaeció la captura2, dicha muerte 
presunta se desvirtuaba únicamente con la reaparición del ciudadano3; este 
ciudadano tenía derecho, en caso de reaparecer a recuperar todos sus bienes, 
su patrimonio, pero en el caso de la familia no era recuperable el estatus de 
jefe de familia, es decir, que al llegar si encontraba a su esposa en nuevas 
nupcias, esta era plenamente válida, lo mismo que de los hijos emancipados. 
Es esta la figura más antigua similar a la desaparición forzada, teniendo en 
común el hecho que el ciudadano romano caía en poder del enemigo, pero con 
la diferencia sustancial de que en este caso si se conocía la identidad de quien 
o quienes tenían en su poder al ciudadano. 
En el devenir histórico de la humanidad, la desaparición forzada en si no contó 
con un desarrollo jurídico sino hasta después de le segunda guerra mundial 
con el holocausto nazi, exactamente con los  juicios de Núremberg, en razón 
de ello, no aparece una regulación del estado de ausencia por desaparición 
forzada en ningún estado.  
La declaración de ausencia por desaparición forzada en sí misma es de recién 
creación legislativa, la ausencia por desaparición se encuentra regulada de 
forma general en el Código Civil Colombiano4 como mera ausencia, de la cual 
con el sólo hecho de ignorarse el paradero de una persona que desaparecía de 
su domicilio se le miraba como mero ausente, en aras de ser representado por 
los apoderados, o bien por los representantes legales. 
                                                          
1
 JULIO IGLESIAS, Derecho Romano Instituciones de derecho Privado, Ediciones Ariel, 
Barcelona, 1958, sexta edición pág. 123. 
2
 Ibídem pág. 124. 
3
 HERNAN VALENCIA RESTREPO, Derecho Privado Romano, señal editorial, Medellín, 1993, 
segunda edición, págs. 259 – 261.  
4
 Código Civil Colombiano: Artículo 96: cuando una persona desaparezca del lugar de su 
domicilio, ignorándose su paradero, se mirara el desaparecimiento como mera ausencia, y la 
representaran y cuidaran de sus intereses sus  apoderados o representantes legales.  
La solución para los intereses del desaparecido, se enmarcaba en la curaduría 
de bienes5, y el proceso de jurisdicción voluntaria de declaración de ausencia6 
(hoy en día también se puede intentar por medio de notarías según el artículo 
617 del Código General del Proceso) con el propósito de no generar un 
perjuicio en el patrimonio del ausente, y de igual modo obtener por parte de los 
acreedores un curador que respondiera por las demandas; sólo eran 
legitimados para solicitar el nombramiento del curador: el cónyuge no 
divorciado, parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, y por el 
Ministerio Público. 
La curaduría de bienes, garantizaba el cuidado en los intereses del 
desaparecido,  pero en el caso de la desaparición forzada el tema era aun más 
gravoso para la familia del desaparecido, porque si al lapso de dos años sin 
haberse tenido noticia alguna del ausente se presumía la muerte, acaeciendo 
con esto cualquier renuncia a volver a ver al ausente. 
Estas regulaciones sobre la ausencia por desaparición en nuestro 
ordenamiento jurídico datan de 1970, donde aun no se conocía siquiera la 
palabra “desaparición Forzada” razón por la que no se regulaban los efectos de 
este crimen de lesa humanidad que sólo apareció en la legislación Colombiana 
en el año 20007. 
Con la tipificación de la desaparición forzada, se inició un camino tendiente a la 
reparación de las víctimas y resarcimiento de los bienes jurídicamente 
tutelados, en especial énfasis en la protección de los derechos fundamentales 
tanto del desaparecido como de su familia, apareció en la normativa interna la 
posibilidad de acudir a la  jurisdicción contencioso administrativa para obtener 
una reparación directa del daño sufrido por la desaparición del desaparecido. 
                                                          
5
 Ibídem art 561 
6
 Código de Procedimiento Civil: articulo 656: reglas para la declaración de ausencia. 
7
 Artículo 1 de la Ley 589 de 2000, adicionando el articulo 268-A del Decreto 100 de 1980 
“Código Penal”, luego aparece la ley 599 de 2000 actual Código Penal que derogó el Decreto 
100 de 1980 e incluye el delito en el artículo 165. 
 
Ya con la cantidad de reportes de desapariciones forzadas en el país, era 
evidente que se requería de una norma que garantizara la protección de los 
derechos patrimoniales, de la personalidad jurídica, de la patria potestad; 
temas que no habían sido regulados por la declaración de ausencia, ni por el 
tipo penal de la desaparición forzada, pues bien se a pesar de la ausencia por 
desaparición, ya habían transcurrido más de dos años, se procedía a la 
declaración de muerte presunta, declaración que acarreaba el fin de la 
personalidad jurídica, la extinción de la patria potestad, y la sucesión mortis 
causa de los derechos patrimoniales del desaparecido, y en mayor grado de 
afectación la revictimización de la familia al dar por muerte un ser querido que 
se ignora su paradero, y su condición de vivo o muerto. 
Aparece entonces, la acción de declaración de ausencia por desaparición 
forzada como una herramienta legal para proteger el derecho a la personalidad 
jurídica, al estado civil del desaparecido, y el estado mental de las víctimas; 
reforzar la normativa para que las víctimas, la sociedad y los familiares del 
desaparecido tengan un mecanismo idóneo para la protección y el 











4.2. MARCO TEÓRICO 
El presente capitulo pretende aportar elementos teóricos y conceptuales 
acogidos por destacados autores de las teorías del derecho; es importante 
mencionar que los autores analizados en este acápite no desarrollaron estudio 
alguno sobre la declaración de ausencia por desaparición forzada, sino que  
dichos planteamientos teoréticos constituyen el soporte bajo el cual se examina 
la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada, con enfoque a 
determinar la significación de dicha normativa en el derecho civil Colombiano, 
sus efectos jurídicos en la legislación interna del país y las consecuencias de 
esa importancia y efectos aplicados al derecho privado. 
Uno de los principales aspectos en el ordenamiento jurídico para determinar el 
alcance de la ley y sus consecuencias para la aplicación futura, es explicar si 
se está analizando una norma vigente, si realmente es aceptada por la 
comunidad y si es socialmente obligatoria; todos estos aspectos son el eje 
central del marco teórico bajo el cual se fundamenta este trabajo, puntualmente 
en la teoría del realismo jurídico, como corriente jurídica más acertada para el 
proceso hermenéutico de la ley 1531 de 2012 en un contexto amplio y de 
carácter teórico. 
Según Alf Ross8, las normas jurídicas se encuentran dividas en dos grupos 
dependiendo de forma en que regulan un aspecto jurídico relevante; estas dos 
clases son: las normas de conducta y las normas de competencia, 
perteneciendo a esta última clase de normas la ley 1531 de 2012, ya que como 
lo sostiene el autor son  “directivas” que le indican al juez como debe ser el 
procedimiento para declarar la ausencia por desaparición forzada. 
Pero estas “normas de competencia” deben ser vigentes, no entendiéndose 
vigencia como haber sido promulgada y publicada una ley o estar rigiendo en el 
momento de ser estudiada, si no en el sentido que expone Alf Ross como 
“esquema de interpretación para un conjunto correspondiente de acciones 
                                                          
8
 ROSS, Alf, Sobre el Derecho y la Justicia, Traducción de Genaro Carrión, Editorial 
Universitaria de Buenos Aires, Buenos  Aires, 1994. Pág. 32. 
sociales”9. Es un esquema de interpretación ese conjunto de normas  que el 
juez ve como obligatorias socialmente porque regulan las acciones humanas. 
Expone la teoría del autor sueco, que la validez de las normas jurídicas de  
reciente creación se determina  si hay “otras razones para suponer que la regla 
será aplicada en alguna  futura decisión jurídica”; estas razones no son más 
que: i) la necesidad de regular una situación que se presenta de manera 
sistemática y generalizada, que no cuenta con una regulación expresa ii) el 
contexto nacional donde se presenta la conducta generadora de la  situación 
fáctica, y, iii) un hecho jurídicamente relevante que crea consecuencias 
negativas en la persona desaparecida por el fenómeno de la desaparición 
forzada, en los familiares, en el patrimonio del desaparecido. 
Establecidos pues, los argumentos que estructuran la validez de una norma 
jurídica, a partir de los supuestos que determinan la vigencia de la ley por 
medio de la cual se creó la acción de declaración de ausencia por desaparición 
forzada – ley 1531 de 2012 – se pasa a sustentar en la escuela del realismo 
jurídico, las razones o premisas que justifican el empleo de esta teoría en la 
vertiente escandinava, como el fundamento más adecuado para el estudio 
hermenéutico de los alcances y consecuencias de la declaración de ausencia 
por desaparición forzada en el Estado Colombiano. 
La importancia de una norma jurídica va mas allá de la finalidad establecida por 
el legislador, cada norma considerada aisladamente del sistema jurídico 
conlleva una “pretensión de corrección10”, finalidad que se espera que cumpla 
la ley, dicho alcance corresponde a la significación, a la importancia, efectos y 
resultados de consecuencias muy importantes11 generadas a partir de la 
aplicación de la ley a los hechos sociales que se adecuan y hacen necesaria la 
regulación de un asunto de manera generalizada y sistemática. 
                                                          
9
 Opt. Cit. pág. 34 
10
 ALEXY, Robert: “Der Begriff und Geltung des Rechts” El concepto y la validez del derecho: 
traducción de Jorge M. Seña, Segunda Edición, Editorial  Gedisa, Barcelona, 2004, pág. 41.  
11
 Real Academia de la lengua española: consulta por internet del significado de la palabra 
“alcance”. 
Con la anterior descripción  se inicia el recorrido bibliográfico a fin de sustentar 
de una manera vinculante, analítica, reflexiva y profunda los preceptos 
académicos bajo los cuales diferentes autores del derecho han construido sus 
diversas teorías desde el problema de la eficacia del derecho. El primer 
aspecto relevante para el análisis de la ley 1531 de 2012 -acción de 
declaración de ausencia por desaparición forzada-, es determinar  la relación 
de la normativa con el medio social, como requisito fundamental para analizar 
el alcance de la ley y sus posibles consecuencias. 
El derecho nace y se desarrolla a través de la sociedad, las diferentes 
necesidades colectivas conducen a la regulación de aspectos relevantes en un 
Estado, a razón de ello la sociología jurídica estudia las relaciones del sistema 
jurídico respecto de la sociedad, “analiza las causas del origen de la ley y las 
necesidades que se pretenden satisfacer y la manera cómo funcionan en la 
sociedad12”; enfocándose por lo general en la eficacia del derecho, en palabras 
de Durkheim se debe investigar las causas que ha provocado el nacimiento de 
la ley y el modo cómo funcionan en la sociedad. 
A partir de la tesis realista del derecho de Karl Llewellyn13, este se percibe 
como una creación judicial, que evoluciona socialmente y en este el papel del 
juez es crear el derecho; así pues, se percibe el derecho como fenómeno 
jurídico cambiante que debe ser revisado y actualizado constantemente, v. gr. 
la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada aparece en el 
sistema jurídico Colombiano sólo hasta el año 2012, en razón de la creciente 
presencia de desapariciones en el país, y la necesidad de contrarrestar sus 
efectos en el campo privado del derecho. 
Bajo este perspectiva del realismo jurídico, el jurista Uruguayo Enrique P. Haba 
en el articulo “METODOLOGIA REALISTA-CRITICA Y ETICA DEL 
RAZONAMIENTO JUDICIAL (Realismo jurídico como alternativa practica al 
discurso normativista de los jueces)” publicado en DOXA 25, escribe el autor 
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 DÍAZ García, Elías; Sociología y Filosofía del Derecho “Sociología Jurídica y Concepción 
Normativa del Derecho”, ed., Taurus, 1991. pág. 78.; citando a LUIS RECASÉNS SICHEZ: 
Sociología, ed. Porrúa, México, 6ª ed., 1964, págs. 581-582.    
13
 LLEWELLIN, Karl; A Realistic Jurisprudence, The Next Step, 1931. 
que el realismo jurídico encara las normas jurídicas tal como son y tomo en 
cuenta los resultados efectivos que cada norma tiene en la realidad social14. 
Establece el uruguayo, cuatro pasos del discurso jurídico de los jueces, esto se 
podría mirar como lo establece Robert Alexy desde la perspectiva del 
participante15; el primer paso es: 
“saber distinguir las respuestas jurídicas posibles, en un entorno 
histórico-social dado, de las que no lo son ya o de las que no lo son aun; 
todo ello en función de los márgenes que se toleren dentro de la 
conciencia jurídico-lingüística vigente en la práctica”. 
El segundo paso, caracterizado por la reconstrucción del planteamiento de 
cada interpretación jurídica actual, encaminados a determinar cuáles son las 
soluciones “practicas” que cada interpretación implica, es pues en palabras del 
autor: 
“… responde pues a una dirección que  esencialmente es de 
carácter discursivo-analítica y critico racional. Analítico en cuanto 
[desmenuza] las interpretaciones doctrinales presentes…Crítico: 
porque ese examen sirve poner de manifiesto, a la vez, unos 
vicios de pensamiento que suelen [montarse] en confusiones 
típicas…16”. 
El tercer paso, establece que una vez determinadas de las respuestas jurídicas 
posibles acordes al derecho vigente, se debe elegir la opción que más se 
ajuste a los fines PRACTICOS17, en concordancia de ese fin práctico que 
implica consecuencias de hecho en la sociedad, esta la pretensión de 
corrección de las normas expuesta por el jurista alemán Robert Alexy;  en 
                                                          
14 HABA, Enrique P. “Metodología realista-crítica y ética del razonamiento judicial: (realismo jurídico 
como alternativa práctica al discurso normativista de los jueces)”. Doxa. N. 25 (2002). ISSN 0214-8876, 
pp. 503-531. 
15
 ALEXY, Robert: “Der Begriff und Geltung des Rechts” El concepto y la validez del derecho: 
traducción de Jorge M. Seña, Segunda Edición, Editorial  Gedisa, Barcelona, 2004, Pág.41.  
16 HABA, Enrique P. “Metodología realista-crítica y ética del razonamiento judicial: (realismo jurídico 
como alternativa práctica al discurso normativista de los jueces)”. Doxa. N. 25 (2002). ISSN 0214-8876, 
pág. 521 
17
 Opt. Cit. Pág. 521 
palabras de Haba, “… se trata es de averiguar cuál de esas interpretaciones 
jurídicas posibles ofrece las mejores posibilidades de servir para apoyar en la 
practica la realización de esos fines…18” 
Por último, el cuarto paso en la construcción teórica realista del derecho desde 
la perspectiva de los jueces a la hora de crear el derecho a través de sus fallos 
en la realidad social con destino a crear efectos sociales y alcanzar los fines 
para los que la norma fue creada, es examinar cual de la interpretaciones 
posibles jurídicamente de la norma “promete ser la más eficiente, o acaso la 
única eficiente entre ellas, como medio práctico para realizar en los hechos 
cierto objetivo especifico netamente delimitado19” y “decidir[se] por la 
interpretación que tenga mayores probabilidades de ser un medio eficaz para 
conseguir realizar en la práctica determinado fin social20”. 
Así pues, para la eficacia de las normas jurídicas, la investigación empírica del 
realismo jurídico, permite a través de la observación e interpretación jurídica 
determinar cuál es el alcance normativo (en este caso de la acción de 
declaración de ausencia por desaparición forzada) de las leyes en la sociedad 
sin necesidad de recurrir a la experimentación o práctica; así lo han establecido 
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 Opt. Cit. Pág. 522 
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 Opt. Cit. Pág. 524 
20
 Opt. Cit. Pág. 525 
4.3. MARCO JURÍDICO 
 
En este aparte, se incorporan los referentes constitucionales, legales y 
jurisprudenciales que amparan tanto la elaboración de este trabajo, así como la 
implementación y la utilización de la acción de declaración de ausencia por 
desaparición forzada en el contexto Colombiano, a partir del 24 de mayo de 
2012, fecha en que fue publicada en el diario oficial. 
 
4.3.1. MARCO CONSTITUCIONAL 
En primer lugar, la Constitución Política de Colombia al tenor de los artículos 5, 
12, 14, 42, 44 y 93, se estructuran los derechos fundamentales que deben ser 
protegidos y garantizados de cualquier persona del territorio nacional, que en 
concordancia con la ley 1531 de 2012, son el armazón bajo el cual el juez del 
Circuito civil de la municipalidad del ausente por desaparición forzada declara 
tal situación jurídica en aras de garantizar la personalidad jurídica, la patria 
potestad, el patrimonio económico y la familia; así pues los mencionados 
preceptos constitucionales fundamentales y sociales, establecen: 
Artículo 5: El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de 
los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como 
institución básica de la sociedad. 
Artículo 12: Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
Este artículo 12 de manera expresa estipula la prohibición de la desaparición 
forzada en el territorio Colombiano, a pesar que para la época de la Asamblea 
Nacional Constituyente no se contemplaba en Colombia el delito de 
desaparición forzada, ya se hablaba de “desaparición forzada” en la comunidad 
internacional, además ya se habían presentado vestigios de este fenómeno 
jurídico violatorio de los derechos humanos y fundamentales de manera aislada 
en el territorio nacional. 
Artículo 14: toda persona tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 
Segundo artículo que hace referencia a la personalidad jurídica de cualquier 
persona (natural o jurídica), que para el caso en estudio, se trata 
exclusivamente de la persona natural como sujeto de derecho y de 
obligaciones civiles, que pese a mediar la presunción de encontrarse 
desaparecido forzosamente, no hay certeza sobre la muerte,  razón por la que 
es función del Estado Colombiano representado en esta ocasión por el poder 
legislativo (ejercer su función Constitucional de expedir leyes acordes a la 
necesidad y realidad social del país a fin de proteger intereses jurídicos), 
garantizar la continuidad del derecho fundamental a la personería jurídica de 
los habitantes que no se encuentran en una condición de capacidad de ejercer 
el derecho por sus propios medios y requieren de la intervención judicial como 
herramienta jurídica eficaz para lograr el cometido constitucional. 
Artículo 42: La familia es el núcleo fundamental de la sociedad…. 
Artículo 44: Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y el amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión…. 
A partir de la lectura integral y sistemática los artículos 5, 42 y 44 se colige la 
finalidad de la declaración de ausencia por desaparición forzada al estipular el 
legislador que esta tiene como fin en la sentencia (efectos) proteger la patria 
potestad sobre los hijos menores, la familia e hijos a percibir los salarios del 
desaparecido (servidor público);  es una exteriorización de los preceptos 
constitucionales de proteger la familia como institución jurídica base de la 
sociedad Colombiana. 
Finalmente, el artículo 93, también llamado por la doctrina y jurisprudencia 
como Bloque de Constitucionalidad establece que: 
Artículo 93: Los tratados y convenios ratificados por el Congreso, que 
reconoce los derechos humanos y que prohíben su limitación en los 
estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y 
deberes consagrados en esta Carta, se interpretaran de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia. 
Mencionado artículo del bloque de constitucionalidad, es la estructura bajo la 
cual los convenios sobre la desaparición forzada de la Organización de 
Estados Americanos, OEA, la Organización de las Naciones Unidas ONU, a 
través de las resoluciones han elaborado estatutos que buscan proteger a la 
sociedad de los flagelos negativos del fenómeno de la desaparición forzada. 
 
4.3.2. DERECHO INTERNACIONAL 
En materia de derecho internacional, Colombia ha ratificado diversos 
instrumentos internacionales en materia de desaparición forzada, en donde se 
ha comprometido a luchar contra el crimen de lesa humanidad, también parte 
en instrumentos que se bien no generan ningún compromiso vinculante si 
establecen principios bajo los cuales Colombia debió tipificar el delito y crear 
instrumentos de protección para las víctimas y sus familias. 
1. Declaración sobre la protección de todas las personas contra la 
desaparición forzada: Adoptada por la asamblea general de Naciones 
Unidas como un conjunto de principios aplicables por cualquier estado, 
no otorgo ninguna competencia a jurisdicción internacional, fue 
aprobaba en 1992. 
2. Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas, 
firmada en 1994 en Belem do Pará, instrumento que empezó a regir en 
1996 tras la ratificación de 8 estados, fue ratificada por el Congreso 
Colombiano mediante la Ley 707 de 2001 y declarada exequible por la 
Corte Constitucional mediante la sentencia C-580 de 2002. 
3. Estatuto de Roma de 1998, el cual empezó su vigencia en 2002, 
otorgaba competencia a la creada Corte Internacional de Justicia para 
juzgar de manera residual los crímenes de lesa humanidad, fue 
ratificado por la Ley 742 de 2001, y declarado exequible por la Corte 
Constitucional mediante la sentencia C-578 de 2002. 
4. Convención Internacional de Protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas, firmada en New York y aprobada mediante la 
Ley 1418 de 2010 y declarada exequible por la Corte Constitucional 
mediante la sentencia C-620 de 2011. 
 
4.3.3. MARCO LEGAL 
En primer lugar, es preciso anotar que la tipificación del delito de desaparición 
forzada en el contexto Colombiano data del 6 de julio de 2000, publicación del 
7 de julio del mismo año en el Diario Oficial 44.073, obedeció a la influencia 
internacional del Estatuto de Roma21, aunque para esta época no estaba en 
discusión la ratificación del mencionado instrumento internacional, que 
contempla la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad 
generalizado y sistemático contra la población civil; el legislador Colombiano 
interpreto “sistemático” y “generalizado” acorde al contexto del país, de tal 
suerte que el proyecto de ley 20 Senado – 142 Cámara de 1998 finalmente 
aprobado en la ley 589 de 2000 consagro la desaparición forzada bajo el 
siguiente tenor: 
ARTICULO 268-A. Desaparición forzada. El particular que perteneciendo 
a un grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a 
privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su 
ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar 
información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, 
incurrirá en prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40) años, multa de 
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 El artículo 7 del estatuto de Roma contempla los denominados crímenes de lesa humanidad, 
entre ellos el literal (i) hace referencia a la desaparición forzada de personas; estipulando que 
un ataque “generalizado y sistemático” contra la población civil es considerado como crimen de 
lesa humanidad. 
quinientos (500) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales vigentes y en 
interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) 
años. 
A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular 
que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquel, y realice la 
conducta descrita en el inciso anterior. 
Paralelamente a la tramitación del proyecto de ley, se tramitaba el proyecto de 
ley que terminó en el Código Penal Colombiano o ley 599 de 2000 que entró a 
regir un año después de su publicación en el Diario Oficial, recogiendo la 
tipificación del delito de la siguiente manera: 
Artículo 165: Desaparición Forzada. El particular que perteneciendo a un 
grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de 
su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de 
la negativa a reconocer dicha privación, o de dar información sobre su 
paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de 
veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil (1000) a tres mil (3000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de 
derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años. 
A la misma pena quedara sometido, el servidor público, o el particular 
que actué bajo la determinación o la aquiescencia de aquel y realice la 
conducta. 
La nueva redacción del tipo redujo la pena principal, incrementó la multa 
económica y la sanción de derechos y funciones públicas, pero la ley 890 de 
2004, que empezó a regir el primero (1) de enero de 2005  incrementó la pena 
quedando de la forma en que opera actualmente el tipo penal así: 
Artículo 165. El particular que perteneciendo a un grupo armado al 
margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad 
cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa 
a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, 
sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de trescientos 
veinte (320) a quinientos cuarenta (540) meses, multa de mil trescientos 
treinta y tres punto treinta y tres (1333.33) a cuatro mil quinientos (4500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de 
derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos 
sesenta (360) meses. 
A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular 
que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la 
conducta descrita en el inciso anterior. 
 El aparte subrayado, fue declarado inexequible por la sentencia C-317 de 2002 
con ponencia de la Doctora Magistrada Clara Inés Vargas Hernández del dos 
(2) de mayo de 2012,  bajo el entendido que el delito puede ser cometido por 
cualquier particular sin ninguna calificación; lo demás fue declarado exequible 
bajo el entendido  que debe entenderse que la conjunción “y” no exige que para 
cometer la infracción el particular deba ser  requerido, sino que basta 
solamente la falta de información o de la negativa a reconocer la privación de la 
libertad, por cuanto según el artículo 33 Superior22 los particulares no están 
obligados a auto incriminarse23. 
Con la desaparición forzada, la única vía posible para los familiares víctimas 
indirectas del delito, de obtener una “protección” de los intereses del 
desaparecido se amparaba bajo las reglas la ausencia del Código Civil y el 
Código de Procedimiento Civil, las normas son las siguientes: 
Articulo 96. Cuando una persona desaparezca del lugar de su domicilio, 
ignorándose su paradero, se mirará el desaparecimiento como mera 
ausencia, y la representarán y cuidarán de sus intereses, sus 
apoderados o representantes legales. 
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 Artículo 33 de la Constitución Política: Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o 
contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
23
 Sentencia C- 317 de 2002, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández, mayo 2 
de 2002. 
El procedimiento voluntario para la declaración de ausencia, inicialmente 
regulado por el artículo 656 del Código de Procedimiento Civil fijó las reglas de 
procedimiento, consistentes en: la designación de curador ad litem en el auto 
admisorio de la demanda, emplazando a quienes tengan derecho a la guarda, y 
con la sentencia en caso de ser favorable a la petitum asigna curador dativo o 
legitimo. 
A partir del 1 de enero de 2014, el procedimiento será el fijado por el artículo 
583 de la ley 1564 de 2012 – Código General del Proceso – donde acorde a la 
ley 1306 de 2009 ya no se habla de curador sino de administrador provisorio, 
legitimo y dativo, los demás aspectos siguen siendo iguales. 
Ley 1306 de 2009 
Articulo 114. Para cuidar y administrar los bienes de los ausentes y de la 
herencia yacente se designarán administradores. 
Para la designación de administradores personas naturales o 
sociedades fiduciarias, se seguirán las reglas sustanciales y procesales 
previstas para los demás guardadores. 
La ley 1408 de 2010, ley por la cual se rindió homenaje a las víctimas del delito 
de desaparición forzada, estipuló el legislador como víctimas las definidas en el 
artículo segundo así: 
Víctima. La persona que ha sido sometida a desaparición forzada en los 
términos del artículo 165 de la Ley 599 de 2000. También lo serán los 
familiares de la víctima directa, que incluye al cónyuge, compañero o 
compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, 
primero civil de la víctima directa de desaparición forzada, así como 
otros familiares que hubieren sufrido un daño directo como consecuencia 
de la desaparición forzada. 
Amplió  el legislador la definición de victima de desaparición forzada en la ley 
1448 de 2012 así: 
Articulo 3. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas 
personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por 
hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia 
de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. 
También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, 
parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, 
primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se 
encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente24. 
 
Por último, el marco legal de este trabajo finaliza con la ley objeto de análisis, la 
ley 1531 de 2012 por medio de la cual se creó la acción de declaración de 
ausencia por desaparición forzada. 
LEY 1531 DE 2012 
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto crear la 
acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada y otras 
formas de desaparición involuntaria y sus efectos civiles. 
Parágrafo. El Gobierno Nacional, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Comisión de Búsqueda de personas 
desaparecidas y las entidades territoriales adelantarán campañas de 
difusión y pedagogía de la presente ley. 
Artículo 2°. Acción de declaración de ausencia por desaparición 
forzada. Créase la acción de la Declaración de Ausencia por 
desaparición forzada y otras formas de desaparición involuntaria, 
entendiendo esta, como la situación jurídica de las personas de quienes 
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 Los apartes subrayados del segundo párrafo fueron declarados exequibles en la sentencia 
C-052 de 2012 del 7 de febrero de 2012 por el Doctor Magistrado Ponente Nelson Pinilla Pinilla 
“en el entendido que también son víctimas aquellas personas que hubieren sufrido un daño, en 
los términos del inciso primero de dicho artículo”. 
no se tenga noticia de su paradero y no hubieren sido halladas vivas, ni 
muertas. 
En ningún caso podrá exigirse que transcurra un determinado lapso de 
tiempo desde que se tuvo la última noticia del desaparecido y la 
presentación de la solicitud de la Declaración de Ausencia por 
Desaparición Forzada. En todo caso, el procedimiento será gratuito. 
Artículo 3°. Titulares. Podrán ejercer la acción de Declaración de 
Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición 
involuntaria, el cónyuge, compañero o compañera permanente o pareja 
del mismo sexo, y los parientes dentro del tercer (3) grado de 
consanguinidad, segundo (2) de afinidad o primero civil, o el Ministerio 
Público. 
La demanda deberá contener por lo menos los siguientes requisitos: 
1. La designación del juez a quien se dirija. 
2. El nombre, edad y domicilio del demandante y parentesco con el 
desaparecido. 
3. Los hechos que sirvan de fundamento a la pretensión, debidamente 
determinados, clasificados y numerados, tales como: 
a) Estado civil del desaparecido; 
b) Relación de sus bienes; 
c) Nombre y edad de sus hijos; 
d) Nombre de su cónyuge, compañera o compañero permanente, o 
pareja del mismo sexo; 
e) Actividad a la que se dedica el desaparecido. 
4. La petición de las pruebas que el demandante pretenda hacer valer. 
Artículo 4°. Competencia. Será competente para conocer de la acción, 
el juez civil del último domicilio del desaparecido o del domicilio de la 
víctima a elección de esta. 
Artículo 5°. Trámite. Recibida la solicitud para la Declaración de 
Ausencia por Desaparición Forzada y otras formas de desaparición 
involuntaria, el Juez requerirá a la Fiscalía General de la Nación o al 
Ministerio Público que conociere de la denuncia o queja, para que 
verifique la presentación de la misma y ordenará su inscripción en el 
Sistema de Información Red de Desaparecidos y Cadáveres (SIRDEC) y 
la publicación en un diario de amplia circulación nacional. 
El trámite se orientará por los principios de inmediatez, celeridad y 
derecho a la verdad. 
Artículo 6°. Sentencia. Transcurridos dos (2) meses, contados a partir 
de la publicación de la denuncia el Juez procederá a dictar sentencia en 
un plazo no mayor de quince (15) días, en la cual se declararán los 
derechos y efectos establecidos en el artículo 7° de la presente ley. 
Artículo 7°. Efectos. La Declaración de Ausencia por Desaparición 
Forzada y otras formas de desaparición involuntaria tendrá los siguientes 
efectos: 
a) Garantizar y asegurar la continuidad de la personalidad jurídica de la 
persona desaparecida; 
b) Garantizar la conservación de la patria potestad de la persona 
desaparecida en relación con los hijos menores; 
c) Garantizar la protección del patrimonio de la persona desaparecida 
incluyendo los bienes adquiridos a crédito y cuyos plazos de 
amortización se encuentren vigentes; 
d) Garantizar la protección de los derechos de la familia y de los hijos 
menores25 a percibir los salarios, cuando se trate de un servidor público; 
e) El juez fijará como fecha de la ausencia por desaparición Forzada y 
otras formas de desaparición involuntaria, el día del hecho consignado 
en la denuncia o queja. 
Parágrafo. En caso de aparecer viva la persona declarada ausente por 
desaparición forzada, habrá lugar a la rescisión de la sentencia. 
Artículo 8°. Inscripción en el Registro Civil. La Declaración de 
Ausencia por Desaparición Forzada u otras formas de desaparición 
involuntaria deberá ser inscrita como tal en el Registro Civil de la víctima, 
por parte de la Registraduría Nacional o Seccional del Estado Civil que 
corresponda. 
Artículo 9° Continuación de las investigaciones. La Declaración de 
Ausencia por Desaparición Forzada u otras formas de desaparición 
voluntaria, no producirá efectos de prescripción penal, ni deberá impedir 
la continuación de las investigaciones dirigidas al esclarecimiento de la 
verdad y la búsqueda de la víctima hasta tanto no aparezca viva o 
muerta y haya sido plenamente identificada. 
Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
Después de declarada la mera ausencia conforme al procedimiento del Código 
Procedimiento Civil y con el transcurso del tiempo, se hace necesario recurrir a 
la declaración de muerte presunta, renunciando a si a la esperanza de que 
reaparezca el ser querido, e igualmente para acceder a los programas de 
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 El texto subrayado fue declarado EXEQUIBLE CONDICIONADAMENTE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-120 de 2013, bajo el entendido de que incluye también a 
los hijos que se encuentren en situación de discapacidad y a la pareja del mismo sexo del 
trabajador desaparecido 
reparación y auxilios por parte del Estado; regulada también por el Código Civil 
y Código de Procedimiento Civil, a saber: 
Del Código Civil 
ARTICULO 97. Si pasaren dos años sin haberse tenido noticias del 
ausente, se presumirá haber muerto éste, si además se llenan las 
condiciones siguientes: 
1. La presunción de muerte debe declararse por el juez del último 
domicilio que el desaparecido haya tenido en el territorio de la Nación, 
justificándose previamente que se ignora el paradero del desaparecido, 
que se han hecho las posibles diligencias para averiguarlo, y que desde 
la fecha de las últimas noticias que se tuvieron de su existencia han 
transcurrido, a lo menos, dos años. 
2. La declaratoria de que habla el artículo anterior no podrá hacerse sin 
que preceda la citación del desaparecido, por medio de edictos 
publicados en el periódico oficial de la nación, tres veces por lo menos, 
debiendo correr más de cuatro meses entre cada dos citaciones. 
3. La declaración podrá ser provocada por cualquiera persona que tenga 
interés en ella; pero no podrá hacerse sino después que hayan 
transcurrido cuatro meses, a lo menos, desde la última citación. 
4. Será oído, para proceder a la declaración y en todos los trámites 
judiciales posteriores, el defensor que se nombrará al ausente desde 
que se provoque tal declaración; y el juez, a petición del defensor, o de 
cualquiera persona que tenga interés en ello, o de oficio, podrá exigir, 
además de las pruebas que se le presentaren del desaparecimiento, si 
no las estimare satisfactorias, las otras que según las circunstancias 
convengan. 
5. Todas las sentencias, tanto definitivas como interlocutorias, se 
publicarán en el periódico oficial. 
6. El juez fijará como día presuntivo de la muerte el último del primer 
bienio contado desde la fecha de las últimas noticias; y transcurridos dos 
años más desde la misma fecha, concederá la posesión provisoria de los 
bienes del desaparecido. 
7. Con todo, si después que una persona recibió una herida grave en la 
guerra, o naufragó la embarcación en que navegaba, o le sobrevino otro 
peligro semejante, no se ha sabido más de ella, y han transcurrido desde 
entonces cuatro años y practicándose la justificación y citaciones 
prevenidas en los números precedentes, fijará el juez como día 
presuntivo de la muerte el de la acción de guerra, naufragio o peligro; o 
no siendo determinado ese día, adoptará un término medio entre el 
principio y el fin de la época en que pudo ocurrir el suceso; y concederá 
inmediatamente la posesión definitiva de los bienes del desaparecido. 
 
Articulo 107. El que reclama un derecho para cuya existencia se 
suponga que el desaparecido ha muerto en la fecha de la muerte 
presunta, no estará obligado a probar que el desaparecido ha muerto 
verdaderamente en esa fecha; y mientras no se presente prueba en 
contrario, podrá usar de su derecho en los términos de los artículos 
precedentes. 
Y, por el contrario, todo el que reclama un derecho para cuya existencia 
se requiera que el desaparecido haya muerto, antes o después de esa 
fecha, estará obligado a probarlo; y sin esa prueba no podrá impedir que 
el derecho reclamado pase a otros, ni exigirles responsabilidad alguna. 
 
Articulo 108. El decreto de posesión definitiva podrá rescindirse a favor 
del desaparecido si reapareciere, o de sus legitimarios habidos durante 
el desaparecimiento, o de su cónyuge, por matrimonio contraído en la 
misma época. 
El procedimiento para la declaración de muerte presunta del declarado 
ausente, al cabo de dos años se regulaba por el Código de procedimiento civil; 
hoy en día la normativa procesal la contempla la ley 1564 de 2012, en los 
siguientes términos:  
Del Código de Procedimiento Civil 
Articulo 657. Para la declaración de muerte presuntiva de una persona, 
se observarán las siguientes reglas: 
1. Como hechos de la demanda deberán expresarse sucintamente los 
indicados en el numeral 1. Del artículo 97 del Código Civil. 
2. En el auto admisorio de la demanda se ordenará emplazar por edicto 
al desaparecido, y se prevendrá a quienes tengan noticias de él para 
que las comuniquen al juzgado. 
El edicto contendrá un extracto de la demanda, se sujetará a lo 
dispuesto en el numeral 2. Del artículo 97 del Código Civil, y su 
publicación se hará en la forma prevista en el artículo precedente.  
3. Surtido el emplazamiento se designará curador ad litem al 
desaparecido. 
4. El juez dará cumplimiento a los dispuesto en el numeral 3. del artículo 
precedente. 
5. Cumplidos los trámites anteriores, concluido el término probatorio y 
vencido el plazo de que trata el numeral 3. del artículo 97 del Código 
Civil, el juez dictará sentencia, y si declara la muerte presunta del 
desaparecido en ella fijará la fecha presuntiva en que ocurrió, con 
arreglo a las disposiciones del Código Civil, ordenará transcribir lo 
resuelto al funcionario del estado civil del mismo lugar para que extienda 
el folio de defunción, y dispondrá que se publique el encabezamiento y 
parte resolutiva de la sentencia, una vez ejecutoriada, en la forma 
prevista para el edicto de que trata el numeral 2. 
6. Efectuada la publicación de la sentencia, podrá promoverse por 
separado el proceso de sucesión del causante y la liquidación de la 
sociedad conyugal, pero la sentencia aprobatoria de la partición o 
adjudicación que en él se dicte podrá rescindirse en favor de las 
personas indicadas en el artículo 108 del Código Civil, si promueven el 
respectivo proceso ordinario26 dentro de los diez años siguientes a la 
fecha de dicha publicación. 
En la sentencia del proceso ordinario27, si fuere el caso, se decretará la 
restitución de bienes en el estado en que se encuentren; pero si se 
hubieren enajenado se decidirá de conformidad con la ley sustancial. 
Articulo 658. Podrá pedirse en la misma demanda, que se haga la 
declaración de ausencia y posteriormente la de muerte por 
desaparecimiento, y en tal caso los trámites correspondientes se 
adelantarán en cuadernos separados, sin que interfieran entre sí, y las 
solicitudes se resolverán con distintas sentencias. 
El Código General del Proceso, regula el trámite de la declaración de muerte 
por desaparición de la siguiente forma: 
Articulo 584. Para la declaración de muerte presuntiva de una persona, 
se observarán las siguientes reglas: 
1. El juez dará cumplimiento a lo previsto en los numerales 2, 3 y 4 del 
artículo anterior (583), en lo que fuere pertinente, con sujeción al 
numeral 2 del artículo 97 del Código Civil, salvo lo relativo a la 
publicación en el Diario Oficial. 
2. Si en la sentencia se declara la muerte presunta del desaparecido, en 
ella se fijará la fecha presuntiva en que ocurrió, con arreglo a las 
disposiciones del Código Civil, ordenará transcribir lo resuelto al 
funcionario del estado civil del mismo lugar para que extienda el folio de 
defunción, y dispondrá que se publique el encabezamiento y parte 
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 Debe entenderse que el proceso ordinario, cambia a ser proceso verbal con la entrada en 
rigor de la ley 1395 de 2010, sin embargo dicha normativa no ha empezado a regir aún de 
manera plena, y con la expedición de la ley 1564 de 2012, se reitera el cambio del tipo de 
proceso; se espera la entrada a regir de la ley 1564 a partir del 1 de enero de 2014 y en forma 
gradual en un plazo máximo de cuatro (4) años. 
27
 ibídem 
resolutiva de la sentencia, una vez ejecutoriada, en la forma prevista en 
el numeral 2 del artículo precedente. 
3. Efectuada la publicación de la sentencia, podrá promoverse por 
separado el proceso de sucesión del causante y la liquidación de la 
sociedad conyugal, pero la sentencia aprobatoria de la partición o 
adjudicación que en él se dicte podrá rescindirse en favor de las 
personas indicadas en el artículo 108 del Código Civil, si promueven el 
respectivo proceso verbal dentro de los diez (10) años siguientes a la 
fecha de dicha publicación. 
En la sentencia del proceso verbal, si fuere el caso, se decretará la 
restitución de bienes en el estado en que se encuentren; pero si se 
hubieren enajenado se decidirá de conformidad con la ley sustancial. 
Articulo 585. Podrá pedirse en la misma demanda, que se haga la 
declaración de ausencia y posteriormente la de muerte por 
desaparecimiento, y en tal caso los trámites correspondientes se 
adelantarán en cuadernos separados, sin que interfieran entre sí, y las 
solicitudes se resolverán con distintas sentencias. 
La ley 986 de 2005, fijo las medidas de protección de las víctimas de delitos 
contra la libertad individual –secuestro- que en virtud del principio de 
solidaridad y en el cumplimiento de los fines del estado – artículo segundo de la 
Constitución Política- fijó como eximente de responsabilidad civil el secuestro, 
medidas como la interrupción de plazos y términos de vencimiento de 
obligaciones civiles, y  beneficios en materia de salud y tributarios para las 
víctimas del secuestro. 
ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto 
establecer, en virtud del principio de solidaridad social y del 
cumplimiento de los deberes del Estado consagrados en la Constitución 
Política, un sistema de protección a las víctimas del secuestro y sus 
familias, los requisitos y procedimientos para su aplicación, sus 
instrumentos jurídicos, sus destinatarios, y los agentes encargados de su 
ejecución y control. 
ARTÍCULO 2o. DESTINATARIOS DE LOS INSTRUMENTOS DE 
PROTECCIÓN.  Los instrumentos que esta ley consagra tienen por 
objeto proteger a la víctima del secuestro, a su familia y a las personas 
que dependan económicamente del secuestrado. Asimismo, los 
instrumentos de protección definidos en los Capítulos I y IV del Título II 
de esta ley tendrán aplicación para el caso de la empresa unipersonal 
cuyo titular sea una persona secuestrada. 
Para los efectos de esta ley, cuando se utilicen las expresiones 
"secuestrado" y "víctima de secuestro", se entenderá que se hace 
referencia a la víctima de un delito de secuestro, según se desprenda del 
proceso judicial adelantado por la autoridad judicial competente. 
Artículo 10. Secuestro como fuerza mayor o caso fortuito. Todo 
secuestro se tendrá como causal constitutiva de fuerza mayor o caso 
fortuito para el secuestrado. Se presumirá sin necesidad de declaratoria 
judicial que la privación de libertad en tal circunstancia reviste las 
características de imprevisibilidad y de irresistibilidad. Tal presunción sin 
declaratoria judicial procederá exclusivamente para los efectos 
patrimoniales y sociales definidos en esta ley en beneficio de la víctima 
de secuestro. 
Parágrafo. Para los efectos aquí previstos se entiende que el deudor 
secuestrado no se hace responsable del caso fortuito. Cualquier 
estipulación en contrario se tendrá por no escrita. 
Artículo 11. Interrupción de plazos y términos de vencimiento de 
obligaciones dinerarias. Se interrumpirán para el deudor secuestrado, de 
pleno derecho y retroactivamente a la fecha en que ocurrió el delito de 
secuestro, los términos de vencimiento de todas sus obligaciones 
dinerarias, tanto civiles como comerciales, que no estén en mora al 
momento de la ocurrencia del secuestro. Las respectivas interrupciones 
tendrán efecto durante el tiempo de cautiverio y se mantendrán durante 
un período adicional igual a este, que no podrá ser en ningún caso 
superior a un año contado a partir de la fecha en que el deudor recupere 
su libertad. También cesarán los efectos de las interrupciones desde la 
fecha en que se establezca la ocurrencia de la muerte real o se declare 
la muerte presunta del deudor secuestrado. 
En consecuencia, los respectivos acreedores no podrán iniciar el cobro 
prejudicial o judicial de dichas obligaciones, ni contra el deudor principal 
secuestrado, ni contra sus garantes ni contra sus codeudores no 
beneficiarios del crédito que tengan la calidad de garantes. 
Igual tratamiento tendrán las obligaciones que se deban pagar mediante 
cuotas periódicas. Si el deudor secuestrado se halla en mora de pagar 
alguna o algunas de estas, la interrupción de los plazos de vencimiento a 
que se refiere el presente artículo sólo se dará respecto de las cuotas 
que aún no se encuentren vencidas. 
Parágrafo 1°. Durante el período de interrupción definido en este 
artículo, los acreedores no podrán aplicar cláusulas aceleratorias por la 
mora en el pago de las cuotas vencidas. 
Parágrafo 2°. Una vez el deudor recupere su libertad, este y sus 
acreedores deberán reestructurar, renegociar o si fuese necesario novar 
la obligación, en condiciones de viabilidad financiera para dicho deudor, 
que permitan su recuperación económica. 
Parágrafo 3°. Las obligaciones que se encontraren en mora al momento 
de la ocurrencia del secuestro, podrán gozar del beneficio previsto en el 
presente artículo, siempre y cuando se pongan al día a la fecha en que 
el deudor fue privado de su libertad. 
Parágrafo 4°. No podrán ser incluidos en las bases de datos de las 
centrales de información financiera los deudores secuestrados 
beneficiarios de esta ley. Asimismo, deberán ser excluidos de dichas 
bases de datos quienes se encuentren en las circunstancias descritas en 
el parágrafo anterior. 
Artículo 12. Interrupción de términos y plazos de obligaciones de hacer 
y de dar, diferentes a las de contenido dinerario. Los plazos de las 
obligaciones de dar diferentes a las de contenido dinerario o de hacer 
que no se hallen en mora y que tuviera vigentes el deudor secuestrado 
al momento de la privación de la libertad, se interrumpirán de pleno 
derecho por el término de tres (3) meses contados a partir de la fecha en 
que ocurrió el delito de secuestro. 
Si transcurridos estos términos, el deudor o contratista no ha recuperado 
su libertad, o no se ha establecido su muerte, el acreedor podrá 
perseverar en el contrato que dio origen a la obligación o desistir de él, y 
en ambos casos sin derecho a indemnización de perjuicios. El acreedor 
estará obligado a declarar su determinación por escrito, en el título 
respectivo; en caso de que no lo haga, se presumirá que desistió del 
contrato. 
En caso de que el acreedor desista del contrato, la obligación se 
extinguirá de pleno derecho y procederán las restituciones mutuas en los 
términos de los artículos 1544 y 1545 del Código Civil. 
Si el acreedor decide perseverar en el contrato, la interrupción de los 
plazos tendrá efecto durante el tiempo de cautiverio y se mantendrá 
durante un período adicional igual a este, que no podrá ser en ningún 
caso superior a un año contado a partir de la fecha en que el deudor 
recupere su libertad. También cesará el efecto de la interrupción desde 
la fecha en que se establezca la ocurrencia de la muerte o se declare la 
muerte presunta del deudor secuestrado. 
Estando interrumpidos los plazos de las obligaciones de que trata este 
artículo, los acreedores no podrán iniciar el cobro judicial de las mismas 
contra el deudor principal secuestrado, ni contra sus garantes ni sus 
codeudores que tengan la calidad de garantes. 
Artículo 13. Interrupción de términos y plazos de toda clase. Durante el 
tiempo del cautiverio estarán interrumpidos los términos y plazos de toda 
clase, a favor o en contra del secuestrado, dentro de los cuales debía 
hacer algo para ejercer un derecho, para no perderlo, o para adquirirlo o 
recuperarlo. 
Lo anterior no obsta para que, excepcionalmente cuando circunstancias 
extraordinarias lo exijan, y con el propósito de proteger derechos en 
riesgo inminente de la persona secuestrada, además del curador de 
bienes, el agente oficioso o cualquier otra figura procesal instituida para 
estos efectos puedan ejercer todas las acciones que sean necesarias 
para garantizar dicha protección. 
Artículo  14. Suspensión de procesos ejecutivos. Adiciónese al artículo 
170 del Código de Procedimiento Civil el siguiente inciso: 
"Los procesos ejecutivos en contra de una persona secuestrada 
originados por la mora causada por el cautiverio, y los que se 
encuentren en curso al momento de entrar en vigencia la presente ley, 
se suspenderán de inmediato, quedando legalmente facultado el curador 
de bienes del secuestrado para pedir la suspensión al juez competente, 
para lo cual le bastará demostrar el cumplimiento de los requisitos a que 
se refiere el artículo 3° de esta ley, y acreditar su calidad de curador, ya 
sea provisional o definitivo, con la copia auténtica de la providencia 
judicial que lo designa. Esta suspensión tendrá efecto durante el tiempo 
de cautiverio y se mantendrá durante un período adicional igual a este, 
que no podrá ser en ningún caso superior a un año contado a partir de la 
fecha en que el deudor recupere su libertad. El juez que actúe en 
contravención de lo aquí estipulado, incurrirá en causal de mala 
conducta". 
CAPITULO II 
Pago de salarios, honorarios, prestaciones sociales y pensiones del 
secuestrado 
Artículo 15. Pago de salarios, honorarios y prestaciones sociales del 
secuestrado. El empleador deberá continuar pagando el salario y 
prestaciones sociales a que tenga derecho el secuestrado al momento 
de ocurrencia del secuestro, ajustados de acuerdo con los aumentos 
legalmente exigibles. También deberá continuar este pago en el caso de 
servidores públicos que no devenguen salarios sino honorarios. Dicho 
pago deberá realizarse al curador provisional o definitivo de bienes a que 
hace referencia el artículo 26 de la presente ley. Este pago se efectuará 
desde el día en que el trabajador, sea este particular o servidor público, 
haya sido privado de la libertad y hasta cuando se produzca una de las 
siguientes condiciones: 
1. En el caso de trabajador con contrato laboral a término indefinido, 
hasta cuando se produzca su libertad, o se compruebe la muerte, o se 
declare la muerte presunta. 
2. En el caso de trabajador con contrato laboral a término fijo, hasta el 
vencimiento del contrato, o hasta cuando se produzca su libertad o se 
compruebe la muerte o se declare la muerte presunta si alguno de estos 
hechos se produce con anterioridad a la fecha de terminación del 
contrato. 
3. En el caso de servidor público hasta cuando se produzca su libertad, o 
alguna de las siguientes circunstancias: Que se compruebe su muerte o 
se declare la muerte presunta o el cumplimiento del período 
constitucional o legal, del cargo. 
4. El cumplimiento de la edad y los requisitos para obtener la pensión, 
caso en el cual corresponde al curador iniciar los trámites para solicitar 
su pago. 
No podrá reconocerse un pago de salario u honorarios superior a 
veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, excepto 
en aquellos casos de secuestro ocurridos con anterioridad a la 
expedición de esta ley en los que se mantendrán las condiciones 
laborales previamente establecidas. 
El empleador deberá continuar pagando las prestaciones sociales del 
secuestrado, atendiendo a las reglas de pago señaladas en los 
numerales 1 al 4, así como también los aportes al sistema de seguridad 
social integral. 
Parágrafo 1°. Al secuestrado con contrato laboral vigente al momento 
que recobre su libertad, se le deberá garantizar un período de 
estabilidad laboral durante un período mínimo equivalente a la duración 
del secuestro, que en todo caso no exceda un año, contado a partir del 
momento que se produzca su libertad. Igual tratamiento tendrán los 
servidores públicos, salvo que el secuestrado cumpla la edad de retiro 
forzoso, o que se cumpla el período constitucional o legal del cargo. 
También se exceptúan de este beneficio a las demás personas que 
cumplan con la edad y requisitos para obtener pensión, tal como lo 
dispone el numeral 4 de este artículo. Lo anterior no obsta para que, si 
llegare a ser necesario, durante el período de estabilidad laboral se dé 
aplicación a las causales legales de terminación del vínculo laboral por 
justa causa o tenga lugar la remoción del cargo con ocasión del 
incumplimiento de los regímenes disciplinario, fiscal o penal según el 
caso. 
Parágrafo 2°. Por regla general, el curador provisional o definitivo de 
bienes deberá destinar en forma prioritaria los dineros que reciba en 
virtud de lo dispuesto en este artículo, para atender las necesidades de 
las personas dependientes económicamente del secuestrado. 
Parágrafo 3°. En el evento contemplado en el numeral 2 de este artículo 
y en el caso del cumplimiento del período constitucional o legal del cargo 
en el caso de servidores públicos, el fiscal o el juez competente podrán 
determinar la continuidad en el pago de los salarios u honorarios más 
allá del vencimiento del contrato o del período correspondiente, y hasta 
tanto se produzca la libertad, o se compruebe la muerte, o se declare la 
muerte presunta del secuestrado, si al ponderar los elementos de juicio a 
su alcance, infiere que entre el desempeño del trabajador como servidor 
público o particular y las causas del secuestro existe un vínculo 
inescindible. 
Parágrafo 4°. Los miembros de la Fuerza Pública secuestrados 
mantendrán su sueldo básico asignado y un promedio de los haberes 
devengados durante los últimos tres (3) meses. El tiempo que duren 
privados de su libertad será contabilizado como tiempo de servicios. Los 
miembros de la Fuerza Pública secuestrados serán ascendidos cuando 
cumplan el tiempo reglamentario. Al cónyuge y los hijos de los miembros 
de la Fuerza Pública secuestrados se les reconocerán los derechos 
adquiridos en materia de salud, educación y servicios sociales. 
Artículo 16. Pago de pensión al secuestrado. Para el caso del 
secuestrado con derecho al pago de la pensión, el curador provisional o 
definitivo de bienes recibirá y administrará los dineros respectivos. 
Si durante el tiempo de cautiverio un secuestrado adquiriese el derecho 
a pensión, el curador provisional o definitivo de bienes podrá adelantar 
todos los trámites necesarios para lograr el reconocimiento y pago de la 
respectiva pensión. 
CAPITULO  III 
Instrumentos de protección en materia de salud y educación 
Artículo 17. Instrumentos de protección en materia de salud. Se 
garantiza al secuestrado y a su núcleo familiar la protección en materia 
de salud. Para efectos del acceso a esta protección se deberán observar 
las siguientes reglas: 
1. Secuestrado con relación laboral a término indefinido al momento del 
secuestro: Para el caso del secuestrado que al momento del secuestro 
tenía vigente una relación laboral a término indefinido, y en el entendido 
que durante el período de cautiverio y el de estabilidad establecido en el 
parágrafo 1° del artículo 15, el empleador está en la obligación de 
cumplir con los aportes respectivos al régimen contributivo, se 
mantendrá el acceso del secuestrado y sus beneficiarios al Sistema de 
Seguridad Social en Salud. Para efectos de garantizar el acceso efectivo 
de los beneficiarios del secuestrado a dicho sistema, el curador 
provisional o definitivo de bienes tendrá las mismas facultades que el 
sistema de seguridad social integral le otorga al trabajador. 
2. Secuestrado con contrato de trabajo a término fijo, que permanece en 
cautiverio después de haberse vencido el término del contrato: Para el 
caso del secuestrado con contrato de trabajo a término fijo que 
permanece en cautiverio después de haberse vencido el término del 
contrato y que realizaba aportes al régimen contributivo, el ingreso base 
de cotización a partir del momento de la terminación del contrato será el 
mínimo exigido para los trabajadores independientes. El Gobierno 
Nacional reglamentará la materia. 
3. Secuestrado independiente: Para el caso del secuestrado que al 
momento del cautiverio no tenía vínculo laboral o contractual, el ingreso 
base de cotización a partir del momento de la privación de la libertad 
será el mínimo exigido para los trabajadores independientes. El 
Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
4. En todo caso, el Gobierno Nacional deberá reglamentar los m 
mecanismos y procedimientos para garantizar, dentro del marco de la 
Ley 100 de 1993 y de sus normas complementarias, el acceso al 
régimen subsidiado del sistema de seguridad social en salud, a los 
secuestrados y sus beneficiarios que no puedan mantener su afiliación 
en el régimen contributivo. 
Parágrafo 1°. Para efectos de los anteriores numerales 2, 3 y 4 
corresponderá al curador provisional o definitivo de bienes realizar los 
aportes respectivos en nombre del secuestrado. 
Parágrafo 2°. Se entiende por núcleo familiar lo señalado en el artículo 
34 del Decreto 806 de 1998 o las normas que lo modifiquen. 
Artículo 18. Asistencia psicológica y psiquiátrica. Sin perjuicio de la 
asistencia sicológica y siquiátrica a que tengan derecho el secuestrado y 
su núcleo familiar por vía del sistema de seguridad social en salud, el 
Gobierno Nacional a través de la Secretaría Técnica del Conase o la 
entidad que haga sus veces y/o el Programa Presidencial contra la 
Extorsión y el Secuestro, podrán promover el desarrollo de programas 
de asistencia psicológica y psiquiátrica con el ánimo de lograr su 
recuperación psicosocial. Especial atención merecerán en estos 
programas los menores que hayan sido víctimas del delito de secuestro. 
Para el caso de los miembros de la Fuerza Pública y de los organismos 
que cumplen funciones de Policía Judicial que sean víctimas del delito 
de secuestro, sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales 
a los cuales están sujetos, corresponderá a la respectiva institución a la 
cual pertenezcan incluirlos en programas de asistencia sicológica y 
siquiátrica con el ánimo de lograr su recuperación psicosocial, así como 
la de su núcleo familiar. Dicha asistencia se deberá prestar de manera 
obligatoria por el tiempo que sea necesario. 
Este beneficio se extenderá para el personal que al momento del 
secuestro se encuentre prestando su servicio militar obligatorio. 
Artículo 19. Instrumentos de protección en materia de educación. Se 
deberá asegurar la continuidad en el acceso a la educación de los hijos 
de un secuestrado, menores de edad o los que siendo mayores 
dependan económicamente de este, en los niveles de preescolar, 
básica, media y superior. Para el efecto se podrá acceder a uno o más 
de los siguientes beneficios: 
1. Continuidad de estudios y facilidades de pago en instituciones de 
carácter público o privado: Las instituciones educativas de carácter 
público y privado deberán permitir que los hijos de un secuestrado que 
adelanten estudios de educación preescolar, básica, media o superior, 
culminen el año o semestre académico que se encontraren cursando al 
momento del secuestro. Para el efecto, la respectiva institución 
educativa deberá ofrecer facilidades de pago en términos 
económicamente favorables a la familia del estudiante. Los plazos para 
efectuar el pago podrán extenderse más allá de la fecha de terminación 
del respectivo período académico, razón por la cual dichos pagos no 
podrán condicionar la culminación del año o semestre académico que 
esté cursando el estudiante. 
En todo caso, las instituciones educativas públicas y privadas podrán 
eximir al estudiante, cuando se considere pertinente, del pago de 
pensiones, matrículas y otros costos educativos. 
2. Cupos en instituciones de carácter público: las entidades territoriales 
certificadas deberán gestionar ante las autoridades o entidades 
competentes la asignación de cupos en todos los niveles de la 
educación, en las instituciones educativas de carácter público para los 
hijos de un secuestrado. En materia de educación superior la gestión de 
los cupos estará supeditada a la disponibilidad de los mismos, sin 
perjuicio del cumplimiento de las demás exigencias que de manera 
general establezca la respectiva institución educativa para el acceso o 
permanencia en esta. 
3. Prelación en el acceso a créditos del Icetex: El Icetex deberá dar 
prelación y facilitar la asignación de créditos educativos a los hijos de un 
secuestrado, menores de edad o los que siendo mayores dependan 
económicamente de este. 
CAPITULO IV 
Aspectos tributarios 
Artículo  20. Suspensión de términos en materia tributaria. Cuando la 
presentación de declaraciones tributarias nacionales o territoriales 
correspondientes al secuestrado y el pago de los valores respectivos, no 
se realicen mediante agencia oficiosa en los términos previstos en la 
legislación, se suspenderán de pleno derecho los plazos para declarar y 
pagar, durante el tiempo de cautiverio y durante un período adicional 
igual a este, que no podrá ser en ningún caso superior a un año contado 
a partir de la fecha en que la persona recupere su libertad. La 
suspensión también cesará cuando se establezca la ocurrencia de la 
muerte o se declare la muerte presunta del secuestrado. 
 Modificado por el art. 2, Ley 1175 de 2007. Cuando se aplique la 
suspensión definida en el inciso anterior, no se generarán sanciones ni 
intereses moratorios por las obligaciones tributarias nacionales o 
territoriales que se causen durante este período. Asimismo, se 
suspenderán, tanto para el contribuyente como para la administración, 
todos los términos que rigen los procedimientos de corrección, 
información, revisión o sanción, discusión de actos de la administración, 
solicitud de devoluciones, emplazamientos y los relativos a la extinción 
de obligaciones tributarias, y cualquiera otro que se derive de la 
presentación de las declaraciones tributarias. 
Durante el mismo período, las autoridades tributarias no podrán iniciar 
procesos de cobro coactivo, ni juicios ejecutivos, y se interrumpe el 
término de prescripción de la acción de cobro. 
Artículo 21. Los empleadores que paguen salarios, durante el 
cautiverio, a sus empleados víctimas de secuestro, tendrán derecho a 
deducir de su renta el 100% de los salarios pagados en el respectivo 
año, con el cumplimiento de las demás exigencias legales para su 
deducibilidad.  
Finalmente en 2011, se expidió la Ley 1436 de 2011, en la cual se extendieran 
los beneficios establecidos en la Ley 986 de 2005 y ampliados por la Corte 
Constitucional mediante la Sentencia C-400 de 2007;  
LEY 1436 DE 2011 
(Enero 06) 
Por medio de la cual se otorgan beneficios a las familias de las personas 
secuestradas con posterioridad al ejercicio de su cargo 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
Artículo 1°. Cualquier servidor público, que sea víctima de los delitos de 
secuestro, toma de rehenes y desaparición forzada, posteriormente a la 
terminación del periodo para el cual fije <sic> designado, gozará de los 
mismos beneficios consagrados en la Ley 986 de 2005 como si 
estuviese desempeñando el cargo. 
Igualmente son destinatarios de los beneficios que consagra la 
Ley 986 de 2005, los familiares y las personas que dependan 
económicamente de los destinatarios que habla el inciso anterior. 
Parágrafo. Estos beneficios se otorgarán hasta cuando se produzca la 
libertad, se compruebe la muerte, o se declare la muerte por 
desaparecimiento de la víctima. 
Artículo 2°. Para acceder a los beneficios de que trata la presente ley, es 
necesario que el secuestro, la toma de rehén y la desaparición forzada, 
se produzca durante el tiempo que la persona se encuentre inhabilitada, 
de acuerdo con las disposiciones vigentes, para ejercer un empleo 
público o actividad profesional en razón del cargo que venía 
desempeñando. 
Parágrafo. La inhabilidad de que trata el presente artículo en ningún 
momento deberá entenderse como aquella producto de sanciones 
impuestas por las autoridades competentes, por violación a las 
disposiciones vigentes. 
Artículo 3°. Para la aplicación de los beneficios otorgados por la Ley 986 
de 2005 a las víctimas de los delitos de secuestro, toma de rehenes y 
desaparición forzada desvinculados de sus labores, se tendrá como 
referencia el salario actualizado que devengue quien ejerza el cargo que 
este desempeñaba, en el año inmediatamente anterior al momento de la 
privación de la libertad, aplicándole los incrementos establecidos por la 
ley. 
Parágrafo. Los recursos con los cuales se cubrirán los beneficios 
previstos en la presente ley, estarán a cargo de la entidad a la cual el 
Servidor Público, prestaba sus servicios. 
Artículo 4°. Los instrumentos de protección consagrados en la presente 
ley serán aplicables a las víctimas de los delitos de secuestro, toma de 
rehenes y desaparición forzada, así como a sus familiares y personas 
que dependan económicamente de estas, que al momento de entrada 
en vigencia de la misma, se encuentren aún en cautiverio. 
Artículo 5°. Las disposiciones contempladas en la presente ley se 
aplicarán también a quienes habiendo estado secuestrados, hayan sido 
liberados en cualquier circunstancia o declarados muertos de acuerdo 
con las normas vigentes. 
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 
 
4.3.4. MARCO JURISPRUDENCIAL 
Ya la Corte Constitucional había reconocido derechos de los familiares de 
víctimas del delito de desaparición forzada referente pues al pago de salarios 
y/o mesadas pensiónales, continuidad del pago en seguridad social y 
reconocido medidas de protección especial a la familia; en primer lugar en la 
sentencia C-400 de 2003, la Corte Constitucional dijo: 
“El derecho a la continuidad en el pago de salarios u honorarios del 
trabajador secuestrado o desaparecido protege el mínimo vital por 
cuanto el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales, de acuerdo 
con la jurisprudencia constitucional, se sustenta en la titularidad de 
determinadas condiciones materiales que permitan la existencia de los 
individuos en forma digna28”. 
“…todo trabajador que [a esta fecha] se encuentre secuestrado o haya 
sido desaparecido forzadamente tiene derecho a la continuidad en el 
pago de salario u honorarios hasta tanto se produzca su libertad, se 
compruebe su muerte, se declare su muerte presunta o concurra otra 
circunstancia que ponga fin a ese derecho y a la obligación correlativa 
del empleador”29. 
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La anterior sentencia no mencionó nada acerca de la continuidad del pago de 
la seguridad social, tema que fue abordado más tarde en la sentencia T-566 de 
2005 y reiterado en la sentencia C-394 de 2007, a saber en la oportunidad 
procesal, la corte dijo: 
“a) Existe el derecho a la continuidad en el pago de salarios u honorarios 
y a garantizar los aportes a la seguridad social en salud de la familia del 
afectado, a quien actúe como curador del servidor público o trabajador 
particular secuestrado o desaparecido, hasta tanto se produzca su 
libertad. b) El Estado o el empleador particular, según el caso, tienen la 
obligación de continuar pagando los salarios y prestaciones sociales y 
de garantizar los aportes a la seguridad social en salud de los familiares 
del afectado, sin perjuicio de que se pueda acudir a mecanismos de 
garantía del pago, tales como el seguro colectivo de cumplimiento. c) El 
pago de salarios y la garantía de los aportes a la seguridad social en 
salud de los familiares del afectado, de servidores públicos y 
trabajadores particulares que han sido víctima de secuestro o 
desaparición forzada, debe ser ordenado por la autoridad judicial 
encargada de conocer o dirigir el proceso por el respectivo delito. Para 
que proceda el amparo constitucional de los derechos del trabajador 
secuestrado y su familia, el delito de secuestro o la desaparición forzada 
debe estar demostrado. La Corte ha considerado que tal exigencia no se 
encamina sólo a los supuestos de secuestro, sino a demandar un 
supuesto fáctico delictivo que de manera razonable justifique el 
correlativo esfuerzo del empleador obligado a asumir costos laborales 
sin contar con la efectiva prestación del servicio. e) El derecho a la 
continuidad en el pago de salarios u honorarios de los trabajadores 
secuestrados o desaparecidos se reconocerá hasta tanto se produzca su 
libertad, salvo que exista una causa que extinga tal obligación30.”  
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 Sentencia C-394 de 2007, del 23 de mayo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto, citando la sentencia T-566 de 2005 del 26 de mayo de 2005 Magistrada 
Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
Este fallo  la Corte Constitucional31 declaro exequible de manera condicionada 
el artículo segundo de la ley 985 de 2006 bajo el entendido que también se 
debe incluir en el marco de aplicación a las víctimas de toma de rehenes y 
desaparición forzada, las familias y personas que dependen económicamente, 
bajo el principio de igualdad, la Corte aplico efectos retroactivos al fallo, pero 
sólo aplicando los beneficios a partir de la adopción del fallo – 23 de mayo de 
2007-, lo dicho por la Corte:  
 “para proteger de manera efectiva el principio de igualdad, respecto de 
las personas a quienes el artículo acusado que se declara 
condicionalmente exequible debe aplicarse, la presente sentencia tendrá 
efectos retrospectivos, es decir,: (i) afecta las situaciones de hecho en 
curso, de manera que se aplica a personas cuya condición de 
desaparecidas o rehenes se haya configurado con anterioridad al 
presente fallo; y (ii) dichas personas y sus familiares sólo tendrán 
derecho a aquellos beneficios contemplados en la Ley 986 de 2005 que 
se causen a partir de la fecha de adopción de esta sentencia”. 
En la sentencia C-914 de 2010, la Corte Constitucional extendió los beneficios 
de protección a las víctimas de delitos contra la libertad individual y hechos en 
consecuencia del conflicto armado interno a las víctimas de desaparición 
forzada que por omisión legislativa no habían sido incluidas en la ley 78232 de 
2002, que reformó la ley 418 de de 199733, en esta oportunidad el Tribunal 
Constitucional estableció que: 
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 ibídem 
32 Artículo 6: Para los efectos de esta ley, se entiende por víctimas de la violencia política, aquellas 
personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad 
personal o en sus bienes, por razón de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres 
en el marco del conflicto armado interno. Son víctimas los desplazados en los términos del artículo 1. de 
la Ley 387 de 1997. 
Así mismo, se entiende por víctima de la violencia política toda persona menor de edad que tome parte 
en las hostilidades. 
33 Articulo 49. Quienes sufran perjuicios por causa de homicidios u otros atentados o agresiones contra 
la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personales, cometidos por móviles ideológicos o 
políticos, o sean objetos de amenazas referentes a la comisión de atentados o agresiones de esta 
“los instrumentos de protección consagrados en dicha ley [418 de 1997] 
también deben hacerse extensivos a las víctimas del delito de 
desaparición forzada y sus núcleos familiares dependientes34”. 
Ya lo había pronunciado la Corte Constitucional en la sentencia T-028 de 2004, 
que los mecanismos establecidos en la  normativa civil no era “eficaz” para las 
personas que dependían económicamente de la persona ausente; de modo  
que se relegaba tal función al Juez Constitucional de ejercer  acciones que 












                                                                                                                                                                          
naturaleza, serán beneficiados por una ayuda humanitaria de emergencia, tendiente a mitigar o a 
impedir la agravación o la extensión de los efectos de los mismos. 
La mencionada ayuda humanitaria será otorgada por la Red de Solidaridad Social con cargo al monto del 
rubro específico que anualmente se asignará al efecto en el Presupuesto General de la Nación y hasta 
por el importe total de dicho rubro. 
34
 Sentencia C-914 de 2010 del seis (6) de noviembre de 2010, Magistrado Ponente Dr. Juan 
Carlos Henao Pérez. 
5. MARCO CONCEPTUAL 
 
Se contemplaron los aspectos claves para abordar el estudio del alcance y 
consecuencias de la aplicación de la acción de declaración de ausencia por 
desaparición forzada en el territorio Colombiano, teniendo en cuenta lo 
esgrimido en el marco jurídico, y en el  marco histórico, tales conceptos 
teoréticos son:  
AUSENCIA, En sentido usual se considera ausente a aquella persona física 
que no se encuentra en su domicilio o en el lugar donde su presencia es 
necesaria. Desde este punto de vista jurídico, es preciso añadir al concepto 
usual de ausente una nota más: la incertidumbre sobre la vida o existencia de 
esa persona física, y así se puede definir la ausencia como la situación jurídica 
especial de una persona que no se encuentra en el domicilio o en el lugar 
donde es precisa su presencia y de la que no se tienen noticias durante cierto 
tiempo, dudándose de su existencia. 
Con forme a lo expuesto, el tratadista Arturo Valencia Zea35, ausente indica no 
sólo el hecho de que la persona no se halla en el lugar de su domicilio, sino, 
además, que no se sabe donde se encuentra, hasta el punto de que se duda si 
vive o ha muerto; así mismo, indica el autor que en el derecho civil Colombiano 
el término ausencia es equivalente al desaparecimiento, pese a que en otras 
instancias – como el derecho francés- ambos términos son situaciones 
diferentes, mientras que del ausente se duda si está vivo o muerto, del 
desaparecido se tiene mayor certeza sobre su muerte36 sino que el cadáver no 
ha podido ser encontrado. 
 
DESAPARICION FORZADA, La desaparición forzada de personas es la 
privación de la libertad de una o varias  personas mediante cualquier forma 
(aprehensión, detención o secuestro), seguida de  su ocultamiento, o de la 
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 VALENCIA Zea, Arturo y ORTIZ Monsalve, Álvaro, Derecho Civil Tomo 1 Parte General y 
Personas, 16 edición, Temis, Bogotá, 2008, pág. 368. 
36
 Ibídem citando a H. L. y J. MAZEAUD. 
negativa a reconocer dicha privación de libertad o de dar cualquier información 
sobre la suerte o el paradero de esa persona, privándola así de los  recursos y 
las garantías legales. La desaparición forzada constituye una violación de los 
derechos humanos cuando  los hechos son cometidos por el Estado a través 
de sus agentes o a través de personas o  grupos de personas que actúen con 
la autorización o apoyo del Estado.  La desaparición forzada es un crimen de 
lesa humanidad cuando, entre otras características, los hechos se cometan de 
manera generalizada (multiplicidad de víctimas) o  sistemática (como parte de 
una práctica frecuente)37. 
 
DESAPARICION, a pesar de que en la legislación Colombiana se  tratan como 
equivalentes los conceptos de ausencia y de desaparición, es menester hacer 
hincapié en que la desaparición es consecuente de la ausencia por el simple 
paso del tiempo, conforme a la teoría del derecho francés expuesta por los 
hermanos Mazeaud, la desaparición da lugar a la declaración de muerte. La 
vigesimosegunda edición del diccionario de la Real Academia de la Lengua 
Española38 define desaparición como acción y efecto de desaparecer, y 
desaparecer, como dejar de existir; esto en concordancia con la tesis francesa 
jurídicamente se induce a tener mayor certeza sobre la muerte de una persona, 
que de acuerdo al derecho civil Colombiano se da al término de 2 años cuando 
se inicia el proceso de declaración de muerte presunta. 
 
FAMILIA, Comunidad de dos o más personas que de manera libre y 
espontanea, por medio de vínculos naturales o jurídicos conforman una unidad 
de vida común, con fines de ayuda, colaboración y asistencia mutua, basada 
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 OACNUDH. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas Para los Derechos 
Humanos “La Desaparición Forzada de Personas en Colombia, Cartilla para Víctimas” Bogotá, 
2009, autoría e investigación  de Isabel Albaladejo Escribano. 
38
 http://lema.rae.es/drae/?val=desaparicion; sitio web de la Real Academia Española, 
consultando en la 22ª edición del Diccionario; consultado el 23 de agosto de 2013. 
esa relación en el respeto, el amor, y la solidaridad, se considera como base de 
la sociedad y del Estado, y por ende es objeto de protección Estatal39.  
 
MUERTE PRESUNTA, también llamada la muerte legal o ficticia es definida por 
la doctrina como “fijación judicial de la fecha del fallecimiento de un 
desaparecido, creadora de una situación de efectos parcialmente coincidentes 
con los de la inscripción de la defunción”40, o como “…situación jurídica creada 
por medio de una resolución judicial, por virtud de la cual se califica a una 
persona desaparecida como fallecida, se expresa a partir de la cual se 
considera ocurrida la muerte de la persona y se abre la sucesión”41, de acuerdo 
a lo expresado, la presunción de muerte por vía judicial procede de la 
desaparición y no de la ausencia, pero con el tratamiento similar por la doctrina 
y justicia Colombiana, hace inferir que la muerte presunta sucede después de 
dos años de declarado ausente (articulo 97 Código Civil). 
 
PATRIA POTESTAD, legalmente definida como el conjunto de derechos que la 
ley reconoce a los padres sobre los hijos no emancipados, para facilitar a 
aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone42, la patria 
potestad, mejor denominada potestad parental por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional,   
“tiene la función especialísima de garantizar el cumplimiento de los 
deberes de los padres mediante el ejercicio de determinados derechos 
sobre la persona de sus hijos (permiso para salir del país, 
representación del menor, etc.) y sobre sus bienes (usufructo legal y 
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 Sentencia C-238 de 2012 de marzo 22 de 2012, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo. 
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 PEREZ Gallardo, Leonardo, la declaración judicial de presunción de muerte: una 
aproximación tópica  a su estudio. Citando a CASTRO Y BRAVO, Federico, Derecho Civil de 
España, Civitas, Madrid, 1984; DIEZ PICASO, Luis y Antonio GULLON, Sistema de Derecho 
Civil, Tomo 1. Introducción al derecho de la Persona. Autonomía Privada. Persona Jurídica, 8ª 




 Código Civil Colombiano articulo 268 subrogado por la ley 75 de 1968 articulo 19. 
administración del patrimonio). Igualmente ha considerado, que el 
ejercicio de la potestad parental tiene como finalidad el bienestar 
emocional y material de los menores no emancipados, y en 
consecuencia, el incumplimiento de los deberes de los padres puede 
conducir a su pérdida o suspensión43”. 
“Como el conjunto de derechos y facultades que la ley atribuye al padre 
y a la madre sobre la persona y bienes de los hijos, para facilitar a 
aquellos el cumplimiento de los deberes que su condición les impone, es 
decir, para garantizar respecto de los hijos su protección, bienestar y 
formación integral, desde el momento mismo de la concepción, y 
mientras sean menores de edad y no se hayan emancipado”44. 
De manera tal, que la patria potestad como institución de orden público, 
obligatoria e irrenunciable, personal e intransferible, reconoce derechos 
encaminados al adecuado cumplimiento de los deberes propios de la patria 
parental, tales como: la crianza, la educación, y el hogar, tales derechos se 
reducen, según la Corte Constitucional45 en:  (i) al de representación legal del 
hijo menor, (ii) al de administración de algunos bienes de éste, (iii) y al de 
usufructo de tales bienes. 
  
PATRIMONIO, concebido como una universalidad jurídica formada por bienes 
activos y pasivos en cabeza de una persona jurídica natural o jurídica; el 
patrimonio tiene contenido económico, y hacen parte de él los derechos reales 
y personales, también los derechos sobre objetos inmateriales46. La noción de 
patrimonio puede traducirse en el conjunto de derechos y obligaciones de la 
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persona estimables en dinero, también como atributo de la personalidad  por el 
sólo hecho de existir47. 
De la noción de patrimonio que incluye los derechos reales y personales, es 
preciso anotar que los derechos personales consisten en la facultad que tiene 
una persona denominada “acreedor”, para exigir de otra llamada deudor el 
cumplimiento de una obligación, bien sea de contenido pecuniario, de hacer o 
de no hacer y de dar; mientras que el derecho real consiste en aquel derecho 
que tenemos  sobre una cosa sin consideración a la persona. 
PERSONALIDAD JURÍDICA, desprendido de la Carta Política, el 
reconocimiento a la personalidad jurídica como derecho fundamental de la 
persona de ingresar al tráfico jurídico y de ser titular de derechos y 
obligaciones, sino que además  la posibilidad de que todo ser humano posea, 
por el simple hecho de existir e independientemente de su condición, 
determinados atributos que constituyen la esencia de su personalidad jurídica e 
individualidad como sujeto de derecho48, los llamados atributos de la 
personalidad. 
Son los atributos de la personalidad49, un conjunto de cualidades o propiedades 
de todos los seres humanos sin distinguirse su condición, tales atributos: la 
capacidad de goce, el patrimonio, el nombre, la nacionalidad, el domicilio y el 
estado civil. 
 
REGISTRO CIVIL. Documento emanado de una autoridad que se traduce en 
institución de pública dependiente del Estado, en el cual se inscriben los 
hechos y datos relacionados con el estado civil de las personas naturales, tales 
hechos son: el nacimiento, el matrimonio, separación de cuerpo o de bienes, 
interdicciones, la defunción, la ausencia por desaparición forzada, etc. La 
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finalidad de la inscripción se circunscribe en probar ante cualquier persona o 
institución tales hechos o datos inscritos, desde su nacimiento hasta su muerte. 
“La inscripción en el registro civil, es un procedimiento que sirve para 
establecer, probar, y publicar todo lo relacionado con el estado civil  de 
las personas, desde su nacimiento hasta su muerte. El estado civil es un 
conjunto de situaciones jurídicas que relacionan a cada persona con la 
familia de donde proviene, o con la familia que ha formado y con ciertos 
hechos fundamentales de la misma personalidad. Igualmente, el decreto 
1260 de 1970 artículo 1, señala que el estado civil de una persona es su 
situación jurídica en la familia y la sociedad, determina su capacidad 
para ejercer derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, 
indisponible e imprescriptible. Por tanto, cada acto o hecho debe ser 
inscrito en el correspondiente registro”50 
SALARIO, conforme al convenio 95 de la Organización Internacional del 
Trabajo, salario significa remuneración o ganancia debida a un trabajador 
en virtud de un contrato de trabajo, por el trabajo efectuado, o que de 
realizar, a juicio de la Corte Constitucional, en el término “salario”: 
“deben integrarse todas las sumas que sean generadas en virtud de 
la labor desarrollada por el trabajador, sin importar las modalidades o 
denominaciones que puedan asignarles la ley o las partes 
contratantes. Así, no sólo se hace referencia a la cifra quincenal o 
mensual percibida por el empleado -sentido restringido y común del 
vocablo-, sino a todas las cantidades que por concepto de primas, 
vacaciones, cesantías, horas extras -entre otras denominaciones-, 
tienen origen en la relación laboral y constituyen remuneración o 
contraprestación por la labor realizada o el servicio prestado”51 
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6. ESTADO DEL ARTE 
 
En el proceso de búsqueda de información sobre la declaración de ausencia 
por desaparición forzada en el Estado Colombiano, se encontró que debido a la 
reciente expedición de la ley 1531 de 2012, el tema es relativamente nuevo, 
razón por la que no se hallaron documentos (tesis de grado, doctrina, o 
literatura jurídica) sobre la temática objeto de este trabajo. 
 Se encuentra pues que a las víctimas de desaparición forzada, a partir de la 
promulgación de la ley por medio de la cual se creó la acción de declaración de 
ausencia por desaparición forzada, se les aplicarán efectos en materia de 
protección de derechos personales y derechos reales, tales como la protección 
del patrimonio, de la continuidad de la patria potestad, continuidad en la 
personalidad jurídica del desaparecido y la protección a la familia e hijos 
menores del ausente por medio de la recepción del pago de los salarios futuros 
del desaparecido. 
Con esta investigación, se tuvo la intención de realizar un pequeño aporte al 
derecho civil, en lo relativo a la declaración de ausencia por desaparición 
forzada, al analizar los efectos de esta declaración se constituye en una 
explicación de origen académico para quienes en adelante tomen en referencia 
el asunto ya cuenten con una base y puedan continuar con la búsqueda del 
conocimiento, del análisis y del debate, propios de las ciencias humanas y 







7.  DISEÑO METODOLÓGICO 
7.1 Tipo de estudio 
 
El trabajo presentado, se realizó bajo los parámetros de una investigación en 
primer lugar Jurídica de carácter cualitativo que de manera exploratoria busca 
responder el interrogante planteado sobre el alcance y las consecuencias que 
implica el ejercicio de la acción de declaración de ausencia por desaparición 
forzada en el país, sin recurrir a la experimentación o trabajo de campo, sino 
llanamente basándose en la información recolectada a través de la revisión 
documental, jurisprudencial y legal de la temática de estudio.   
Desde la perspectiva planteada en el marco teórico se puede hablar de una 
investigación socio jurídica en el sentido que el análisis efectuado se encamina 
hacia los efectos y causas de la ley en la sociedad, pero fundamentalmente 
porque lo que se busca responder es respecto al tiempo de duración de estado 
por el cual se encuentra una persona  en la situación jurídica de  ausente por 
desaparición forzada. 
El enfoque dado al trabajo que se presenta es histórico – hermenéutico, debido 
a que la finalidad fue analizar cómo se protegían antes de la vigencia de la ley 
1531 de 2012 los intereses patrimoniales y personales de la víctima del delito 
de desaparición forzada y contrastar con los efectos que debe dar el Juez Civil 
del Circuito con la sentencia que declara la ausencia por desaparición forzada, 
apoyando los conceptos con el precedente jurisprudencial en la materia. 
 
7.2 Método de investigación  
 
La investigación jurídica es un procedimiento reflexivo, controlado, sistemático 
y critico que permite describir nuevos hechos, importar datos en el campo del 
derecho y al interior del ordenamiento normativo, con el propósito de 
determinar y analizar las consecuencias que conlleva el uso de las leyes 
nuevas en el sistema jurídico Colombiano, de igual manera este proceso 
académico lleva impresa implícitamente una valoración “desinteresada” que 
permite afirmar cuando una ley se ajusta a los fines del estado social de 
derecho, o si por el contrario, la regulación presenta vacios, deficiencias u 
omisiones de aspectos que debieron ser tenidos en cuenta. 
Para analizar el alcance de una norma jurídica, es necesario establecer cuál es 
la interpretación que debe tener una proposición jurídica por medio de la 
hermenéutica jurídica, único camino posible para determinar la eficacia 
normativa de la ley, VALENCIA ZEA 52 afirma que la interpretación requiere de 
un “conocimiento sistemático del derecho”, hecho que se supera teniendo en 
cuanta que la ley por regla general es de carácter abstracto y sólo mediante la 
adecuada interpretación, se llega a adaptar la norma al caso concreto de 
manera exitosa. 
En esta línea, la Corte Constitucional mediante sentencia C – 820 de 2006 con 
ponencia del Doctor Marco Gerardo Monroy Cabra, dio a la hermenéutica 
jurídica el siguiente significado: 
“A pesar de que el propio sentido de interpretación jurídica ha sido 
discutido en la doctrina especializada porque, entre otras cosas, 
inmediatamente remite el debate de si interpretar una norma jurídica 
implica determinar el alcance de todos los textos legales o sólo los 
oscuros, lo cierto es que, en su sentido más obvio y elemental, interpretar 
es explicar, declarar, orientar algo, comprender las circunstancias, 
aprehender, entender los momentos de la vida social y atribuir un 
significado a un significado lingüístico. En fin, como lo advierte Gadamer y 
Husserl, la interpretación está directamente ligada con la comprensión y el 
lenguaje, de tal forma que, al referirnos a la hermenéutica jurídica, la 
entendemos como la actividad dirigida a encontrar la solución al conflicto o 
al problema jurídico que se somete a estudio del intérprete”. (Subrayado 
propio). 
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El proceso hermenéutico jurídico, encuentra sustento en las palabras de 
VALENCIA ZEA53, para este autor, la interpretación doctrinal es la más 
“desinteresada”  y “lógica”, puesto que el interés del intérprete “privado” es 
ajustado al derecho, con una visión integral de carácter académico, aspecto 
que de manera personal se entiende como una interpretación libre de interés 
de cualquier clase, es decir, que el trabajo se realiza, en aras de superar un 
trabajo académico y no de proponer interpretaciones que puedan llegar a 
generar beneficios a personas determinadas. 
Es así, como la interpretación sistemática, “indica que el sentido de las 
palabras y proposiciones de un determinado texto legal debe relacionarse con 
la institución de la cual hace parte y con el propio sistema jurídico”54, debe ser 
esta la razón para que la doctrina como proceso interpretativo normativo sea 
considerada como fuente formal del derecho, pues es en este estadio de la 
hermenéutica jurídica donde se fija el alcance que puede tener determinada 
norma, al adaptar la ley abstracta y hacerla aplicable al caso concreto, para 
asegurar el efectivo cumplimiento de los fines para los cuales la norma fue 
expedida por el legislador. 
De lo anterior, que el método de investigación de este trabajo se circunscribe 
en el análisis jurídico, pues para la elaboración del mismo lo que se hace es de 
la lectura sistemática de la jurisprudencia, de la normativa y de los postulados 
teoréticos tomar una postura interpretativa y soportada con argumentos 
jurídicos. 
 
7.3 Instrumentos de recolección de Información 
 
Para la estructuración de  este trabajo se utilizaron exclusivamente fuentes 
documentales ya que debido a la naturaleza exploratoria y de tipo 
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hermenéutico era improcedente utilizar fuentes de información consistentes en 
la aplicación de encuestas o entrevistas; razón que lleva a la utilización de 
fuentes de información primarias en el sentido de ser la fuente directa de 
información para un análisis legal y jurisprudencial del asunto; para este 
proceso hermenéutico, se utilizaron como fuentes primarias de información: 
 Leyes  
 Jurisprudencia 
 Documentos digitales 
 Documentos impresos 
 Literatura Jurídica 
 
7.4 Técnicas de análisis de información 
 
Al tratarse de una investigación  jurídica, cualitativa, exploratoria  e 
interpretativa, las técnicas de información deben seguir el norte de alcanzar los 
objetivos propuestos, y para tal fin, el análisis de la información pasa por las 
siguientes etapas o fases elementales. 
1. Revisión bibliográfica, normativa y jurisprudencial 
2. Organización del tema por áreas del tema tratado 
3. Estructuración del trabajo final 
4. Redacción de postulados teóricos 
5.  Argumentación de los postulados teóricos 
6.  Interpretación de los argumentos 





8.   RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Para el desarrollo del objetivo general y los objetivos específicos de la 
investigación exploratoria se analizaron normas, jurisprudencia, artículos y 
documentos diversos relacionados con el tema de la desaparición forzada, los 
instrumentos de protección a las víctimas de delitos contra la libertad personal, 
la declaración de muerte presunta, la declaración de ausencia, la 
administración de bienes, y los efectos en los derechos personales y 
patrimoniales de las personas en situación de desaparición forzada y los 
efectos en la familia como institución básica de la sociedad. 
 
8.1. DESARROLLO HISTORICO DE LOS EFECTOS DE LA DESAPARICIÓN 
FORZADA EN EL DERECHO PRIVADO EN COLOMBIA 
 
Desde la tipificación de la desaparición forzada, se encontró que a corte del 28 
de febrero del año 2013, en Colombia la fiscalía General de la Nación reportó 
según derecho de petición55 que bajo la Ley 600 de 2000, se encontraban en 
etapa previa 13537 casos, en etapa de instrucción 683, y sólo un caso había 
sido llevado a juicio; bajo la vigencia de la Ley 906 de 2004 se encontraban en 
etapa de investigación 14618 casos reportados,  en etapa de juicio 11 casos, y 
sólo 5 habían terminado de manera anticipada56; con lo anterior, a febrero de 
2013 habían en Conocimiento de las autoridades 28855 casos reportados de 
desaparición forzada. 
En informe anual  de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos sobre la situación de los Derechos Humanos En Colombia, 
en relación con la Desaparición Forzada, 22 de febrero de 2013,  reportó que a 
septiembre de 2012 en el Registro Nacional de Desaparecidos había un total 
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acumulado de 75345 personas y que 18527 se ajustan a la definición de 
desaparición forzada (Ley 1408 de 2010) y que durante el 2012, el Gobierno 
Nacional dio por desaparecidas 5965 personas y de ellas se presumía que 113 
casos eran desapariciones forzadas57.   
Ante el elevado número de casos de desaparición forzada, el Congreso de la 
República de Colombia, expidió la Ley 1531 de 2012, mediante la cual se creó 
la acción de Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada, como una 
herramienta para subsanar los daños ocasionados en la familia con aplicación 
de los efectos que debe tener la sentencia que declara la ausencia por 
desaparición forzada. 
 
8.1.1.  Antecedentes de la acción de declaración de ausencia por 
desaparición forzada 
 
El día 20 de julio del 2010, fue presentado en la secretaria de la Cámara de 
Representantes el proyecto de ley 019 de 2010 “por medio del cual se crea la 
figura de la declaración de ausencia por desaparición forzada58”, proyecto de 
ley estatutaria presentado como una esperanza para los familiares y víctimas 
de la desaparición forzada, encaminado a la superación de la “muerte en vida” 
del trámite judicial de la declaración de muerte presunta, única posibilidad para 
obtener el certificado de defunción y acceder a los programas de asistencia 
humanitaria. 
Los argumentos esgrimidos en la exposición de motivos, tienen en 
consideración que la Ley 418 de 1994, por medio de la cual entre otras cosas, 
se estipuló la ayuda humanitaria para las víctimas de la violencia política, la ley 
589 de 2000 que tipificó la desaparición forzada de personas en Colombia, el 
Decreto Reglamentario 7381 de 2004, el Decreto Reglamentario 971 de 2005, 
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la Ley 975 de 2005, no incluyeron las víctimas de desaparición forzada entre 
los beneficiarios de la asistencia humanitaria, razón por la que se debió acudir 
a la declaración de muerte presunta. 
Señala también, que el problema de la muerte presunta es un mecanismo para 
la administración o disposición de bienes por parte de los familiares, casos en 
los que no media una violación a los derechos humanos, que en la 
desaparición forzada es evidente; el segundo problema de la declaración de 
muerte presunta es el gasto de monetario (3 edictos emplazatorios) y el tiempo 
que conlleva desde el requisito para iniciar el trámite, hasta la declaración en 
sí, y resalta que el certificado de defunción podría percibirse como cesación de 
la obligación del estado en continuar la búsqueda bien sea del cadáver o de la 
persona. 
En otras ocasiones, el Congreso de la Republica legisló sobre aspectos 
relacionados con la protección de los intereses económicos de los 
secuestrados en el país, que por alguna razón no incluyó en la norma las 
víctimas de desaparición forzada, tema que fue resuelto más tarde por la 
Honorable Corte Constitucional59 a través de una sentencia integradora que 
otorgó a las víctimas de desaparición forzada, los mismos beneficios en 
materia de eximentes de responsabilidad civil, interrupción de términos y 
beneficios tributario, de salud y educación que la Ley 986 de 2006 daba sólo a 
los secuestrados;  de esta manera se evidenció que la desaparición forzada 
también generaba efectos negativos en el derecho privado. 
Después del trámite propio de las Leyes Estatutarias, finalmente el 23 de mayo 
de 2012, se promulga la Ley 1531, creándose así en Colombia la Acción de 
Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada, un proceso de jurisdicción 
Voluntaria con un trámite especial, rápido y con la finalidad de garantizar la 
continuidad de la personalidad jurídica de la persona desaparecida, garantizar 
la conservación de la patria potestad en relación con los hijos menores, 
garantizar la protección del patrimonio incluyendo los bienes adquiridos a 
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crédito con plazos de amortización vigentes y garantizar la protección de la 
familia  e hijos menores a percibir salarios. 
Finalmente, la Ley 1531 de 2012, según la exposición de motivos surgió como 
una herramienta legal para proteger el derecho a la personalidad jurídica, al 
estado civil y  a la integridad mental de las víctimas de desaparición forzada, y 
como refuerzo a la normativa existente para crear instrumentos idóneos para la 
protección y reconocimiento de esos derechos. 
 
8.1.2.  Caracterización del tipo penal de desaparición forzada de personas  
La desaparición forzada de personas, es una conducta típica, antijurídica y 
culpable descrita en la legislación penal Colombiana como delito en contra del 
bien jurídico tutelado de la libertad individual; como delito de resultado, 
comporta una serie de afectaciones además de la libertad individual; la vida, la 
seguridad, la prohibición constitucional al trato cruel o inhumano, a no ser 
detenido arbitrariamente, a ser vencido en juicio garantizando la presunción de 
inocencia, al debido proceso y el derecho a la personalidad jurídica.  
Al tenor de la descripción legal del Código Penal Colombiano, el artículo 165 
establece los presupuestos fácticos para la configuración de la transgresión 
normativa a uno de los principios estructurales de la Constitución Política de 
Colombia – la Desaparición Forzada de Personas-:i) la privación de la libertad, 
ii) el ocultamiento, y iii) la negativa a dar a conocer el paradero o reconocer tal 
privación ilícita. 
Se demuestra así, que la desaparición forzada de personas es un acto que va 
en contra de los derechos humanos, además, a través de la historia nacional 
ha sido considerado como un mecanismo para controlar y disciplinar la 
oposición política60, como crimen de lesa humanidad cuando es cometido de 
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manera sistemática y generalizada en contra de la población civil61, sin 
embargo, el abordaje de la desaparición forzada desde el ámbito interno del 
derecho civil comporta otra serie de derechos vulnerados, que a la postre 
conllevan efectos jurídicos de gran relevancia; por esa razón, se pasa a 
analizar los mismos en tres grupos: en cuanto a la familia, en cuanto los 
derechos personales, y en cuanto a los derechos reales. 
 
8.1.3. Efectos de la desaparición forzada en la familia 
 
En primer lugar, las familias de las víctimas de desaparición forzada ven 
afectado su mínimo vital, punto que por medio de la Ley 589 de 2000 se 
desarrollo un mecanismo básico que permitía a las familias  por aplicación del 
artículo 10 de dicha norma, en donde a la autoridad competente le fue 
facultado nombrar provisionalmente un curador que además de administrar 
temporalmente los bienes del desparecido, también podría recibir hasta por dos 
años los salarios que percibía el desaparecido en el caso de los servidores 
públicos. 
En el caso de los trabajadores particulares, la obligación de continuidad en el 
pago de salarios y/o honorarios del trabajador desaparecido se fundamenta en 
el deber constitucional de solidaridad deduciendo que el término equivale 
también a dos años. 
Por el término de los dos años había protección en garantizar el mínimo vital de 
las familias de los desaparecidos forzadamente, amparado en el deber 
Constitucional de Solidaridad para los trabajadores particulares y por mandato 
legal para los servidores públicos de la Ley 589 de 2000 articulo 10; En el caso 
de los pensionados, la opción de garantía de protección del mínimo vital, del 
sostenimiento económico de quienes dependen económicamente del 
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desaparecido, consistía en tramitar la sustitución pensional para lo cual era 
necesario iniciar el procedimiento de declaración de muerte presunta. 
Al transcurrir los dos años, y sin tener noticias del desaparecido, se daba paso 
a la aplicación de la presunción de muerte regulada por el artículo 96 del 
Código Civil Colombiano, sentencia con la cual se ponía fin  a la curaduría de 
bienes provisional o dativa en el caso de haberse promovido la solicitud de 
nombramiento de un curador de bienes para el ausente, se daba fin a la 
situación de ausencia y se abría paso a la apertura del proceso sucesorio, 
liquidar la sociedad patrimonial de hecho y causal del viudez por muerte de uno 
de los cónyuges, aunque fuese de manera presuntiva. 
Al tener en cuenta que la familia se constituye como el núcleo esencial del 
Estado Colombiano, la desaparición forzada menoscaba tal institución jurídica y 
en medio del deber y fin del estado de garantizar la familia, se crean acciones 
que permitan proteger los derechos al mínimo vital, y otros que se constituyen 
como personales y fundamentales como la patria potestad sobre los hijos 
menores, no sólo como deber y derecho de los padres, sino también como 
derecho fundamental de los hijos a pertenecer a una familia. 
Con la desaparición forzada, al no existir antes de la Ley 1531 de 2012 un 
mecanismo que permitiera la protección patrimonial por causa de la 
desaparición forzada en lo que respeta a la institución jurídica de la Familia en 
el derecho Colombiano, se encontró que al remediar con la declaracion de 
ausencia se incurría en materia de los inmuebles afectados a vivienda de 
familia en virtud de la Ley 258 de 1996, en la causal cuarta de levantamiento de 
la afectación de la vivienda familiar, y que la misma se extingue de pleno 
derecho por la declaracion de muerte presunta o real de la desaparición de uno 
de los cónyuges; con esto queda evidente la desprotección que había en 
materia de derecho de familia. 
 
8.1.3.1. Efectos en el matrimonio y/o unión marital de hecho 
 
Con el paso de una ausencia prolongada y protección legal por dos años en la 
continuidad del pago de los salarios del desaparecido a quien estuviese 
ejerciendo la curaduría provisional o definitiva de bienes del ausente, se daba 
aplicación a la declaración de muerte presunta, la cual tiene los mismo efectos 
que la muerte real en torno al matrimonio y la unión de hecho. 
 El primer y más importante efecto que recae de la desaparición forzada 
después de los años en que se declara la muerte presunta del desaparecido es 
el establecido en el artículo 152 del Código Civil Colombiano, modificado por el 
artículo 1 de la ley 1 de 1976 y modificado por el artículo 5 de la Ley 25 de 
1992, el cual reza que “el matrimonio civil se disuelve por la muerte real o 
presunta de uno de los cónyuges, o por divorcio judicialmente decretado”. 
En las uniones maritales de hecho, regulada por la Ley 54 de 1990, establece 
en el artículo 5 que “la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se 
disuelve por…la muerte de uno o ambos compañeros”. Es importante resaltar 
que la norma no menciona si es la muerte real y la muerte presunta, o sólo la 
muerte real; pero por aplicación analógica se entiende que regula y aplica para 
ambos casos. 
La disolución del matrimonio por aplicación de la muerte presunta, da lugar a la 
disolución de la sociedad conyugal en concordancia del artículo 1820 del 
Código Civil, que establece que la sociedad conyugal se disuelve por la 
disolución del matrimonio, en este sentido después de la ausencia y 
transcurridos dos años desde que se tuvo la última noticia, se disuelve la 
sociedad patrimonial y/o conyugal, dando paso al divorcio, situación fáctica que 
modifica el estado civil de las personas unidas por matrimonio, y en el caso de 
los compañeros permanentes la terminación de la sociedad.  
El segundo efecto de la desaparición forzada en relación con el matrimonio o la 
unión marital de hecho, se da en la obligación de ayuda mutua entre los 
cónyuges, al ver que la desaparición forzada genera en la familia de la victima 
esa incertidumbre sobre la suerte del desaparecido; obligación que queda 
imposibilitada al desconocer el paradero y deber recurrir a la declaración inicial 
de ausencia para conseguir la curaduría provisional de los bienes, que en 
conjunto con los salarios que continua percibiendo, mitigan el daño sufrido. 
El matrimonio en conclusión genera dos tipos de efectos, en primer lugar en 
relación con los derechos y obligaciones entre los cónyuges, y en segundo 
lugar en relación patrimonial con la sociedad que se forma; respecto de las 
obligaciones entre los cónyuges que se derivan del contrato solemne, bilateral 
y de tracto sucesivo que es el matrimonio, se incumplen por operancia de un 
caso fortuito o fuerza mayor – la desaparición forzada- dando lugar a la 
disolución del matrimonio, y de otro lado la disolución del matrimonio al tenor 
de las normas del Código Civil trae consigo la disolución de la sociedad 
patrimonial conformada por los cónyuges o compañeros permanentes. 
 
8.1.3.2. Efectos en la Patria Potestad  
 
Entendida la patria potestad como el conjunto de derechos y deberes que la ley 
reconoce a los padres sobre los hijos menores no emancipados62, la 
desaparición forzada de personas tiene el efecto de que al promoverse la 
declaración de ausencia suspendía por el término de dos años, el ejercicio de 
la patria potestad en cabeza del padre desaparecido, suspensión que no 
exoneraba al desaparecido de las obligaciones de suministrar alimentos a los 
hijos menores63. Obligación que persiste en el tiempo  y quedaba a cargo del 
curador de bienes provisional o dativo en el caso de haberse promovido la 
acción para designar el curador de bienes de persona ausente regulado por el 
estatuto civil. 
A los dos años de no tener noticias del desaparecido, se promovía la 
presunción de muerte, acción que además de extinguir la personalidad jurídica 
del desaparecido, terminaba aquellas obligaciones no transmisibles en cabeza 
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del desaparecido, como la obligación de suministrar alimentos a los hijos; 
dando a paso al inicio del proceso sucesorio  donde se tiene como fin la 
adjudicación de los bienes del fallecido presuntamente a nombre de los 
herederos presuntivos. 
La principal obligación de un padre con un hijo, además del cuidado es sin 
duda la de proporcionar los alimentos, esta continua vigente mientras dure el 
estado de ausencia, es decir, los dos primeros años antes de operar la muerte 
presunta a cargo de quien ejercía la curaduría de los bienes y luego a cargo de 
quien detentara la procuraduría general de los bienes del ausente, hasta tanto, 
se produzca la declaración de muerte y se inicie el proceso de sucesión por 
causa de muerte. 
La desaparición forzada de personas, en torno a la patria potestad tiene el 
efecto de suspender la misma, pero a la vez obliga a la continuidad con las 
obligaciones, entre ellas la de proporcionar alimentos; adicionalmente se afecta 
el derecho fundamental de los niños a crecer en una familia y a no ser 
separados de ella, situación que se presenta por factores exógenos a la 
voluntad de los miembros de la familia. 
No se puede hablar de que la suspensión de la patria potestad por ministerio 
de la ausencia declarada del desaparecido diera lugar a la emancipación de los 
hijos, a menos que la situación jurídica de la desaparición afectara a ambos 
padres o en el evento que sólo existiera uno – el desaparecido- porque en el 
evento de la desaparición y posterior suspensión de la patria potestad en uno 
de los padres, que en su totalidad en cabeza del otro padre que aun vive. 
 
8.1.4. Efectos en los derechos personales del desaparecido 
Siguiendo la concepción de derechos personales de Valencia Zea64, los 
derechos personales o de crédito, son aquellos derechos sobre las cosas 
incorporales que colocan la persona en relación  con otra persona, y por ende, 
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exigible a la persona sobre la cual recae la obligación, en este estadio, nos 
ubicamos frente a los conceptos de “acreedor” y “deudor”, de acuerdo al 
artículo 666 del Código Civil, son derechos sobre obligaciones, obligaciones 
que bien pueden ser de dar, de hacer, o de no hacer. 
Estos derechos personales, dan lugar a las acciones personales, 
ejemplificadas por Valencia Zea65 como: la obligación del arrendador para que 
el arrendatario le pague los precios o cánones del arriendo, obtener el pago del 
deudor por el préstamo de una suma de dinero, el comprador de un inmueble a 
obtener la tradición del vendedor, y del vendedor a que el comprador le pague 
el cumplimiento; en general se trata de obligaciones de dar, de hacer, de no 
hacer, o de pagar una suma determinada de dinero. 
Los ejemplos anteriores en el caso de la desaparición forzada de personas, se 
procede a ejecutar las acciones tendientes a la protección de los intereses del 
desaparecido, por medio de su curador de bienes, único legitimado para incoar 
las acciones necesarias para la custodia de los bienes, para el cobro de los 
créditos, para la protección del patrimonio del desaparecido hasta tanto se 
iniciara la declaración de muerte presunta. 
La Ley 986 de 2005 adoptó medidas de protección a las víctimas del delito de 
secuestro y sus familiares, la Corte Constitucional por medio de la Sentencia de 
Control de Constitucionalidad por vía de acción, Sentencia C-394 de 2007, 
declaró exequible el artículo 2 de la norma bajo el entendido que también 
deben ser beneficiarios y destinatarios de los instrumentos de protección 
contemplados en los artículos 10 al 21 de la Ley 986 de 2005. Es claro que el 
mecanismo de acceso a dichos instrumentos legales es un procedimiento legal-
administrativo y judicial que inicia con la certificación judicial que a solicitud de 
quien hace de curador de bienes, provisional o definitivo, hace la autoridad 
competente que investiga o tiene en conocimiento el caso, es decir, el Fiscal 
encargado o el Juez Penal; obtenida la certificación judicial, el interesado 
deberá acreditar la condición de curador de bienes y realizar la inscripción ante 
el Conase. 
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Los instrumentos de protección consagrados en beneficio de las víctimas de 
delitos contra la libertad personal, especialmente en este caso que se habla de 
la desaparición forzada son: eximir de responsabilidad civil al desaparecido, al 
contemplarse la desaparición como causal de fuerza mayor o caso fortuito, 
interrumpir los plazos y términos de vencimiento de las obligaciones dinerarias 
de manera retroactiva al momento de la ocurrencia del hecho, obligaciones 
tanto civiles como comerciales, siempre y cuando no estén en mora, por el 
tiempo que dure la desaparición, y por un término igual adicional no superior a 
un año, o hasta que se declare la muerte presunta, se compruebe la muerte 
real o reaparezca la víctima. 
Las obligaciones de dar y de hacer se interrumpen por un término de tres 
meses, tiempo en el cual el acreedor deberá decidir si preserva el contrato o 
desiste del mismo, ambos casos sin lugar a reclamar indemnizaciones por 
perjuicios, manifestación que deberá hacer por escrito en el título respectivo y 
que de no hacerlo se presumirá que ha desistido del contrato; en caso de 
preservar el contrato, el acreedor deberá tener en cuenta que el plazo o 
término será interrumpido por el tiempo que dure la desaparición y hasta por un 
término igual  no superior al año desde el momento de reaparecer o hasta tanto 
se declare la muerte presunta o se compruebe la muerte real. 
Es de anotar que resulta curioso que la ley establezca como término adicional 
uno igual al tiempo de la desaparición o secuestro, y que a la vez lo limite a un 
año como máximo, cuando es de notoria realidad que una desaparición forzada 
puede ser superior y de hecho lo es a un año, inclusive hay secuestros que han 
sido noticia nacional con términos de hasta 14 años, este tiempo aplicaría 
especialmente a las víctimas de toma de rehenes que quizás si es más 
frecuente que sea inferior a un año; de todas maneras es una percepción 
propia que fácilmente puede ser controvertida. 
Los procesos ejecutivos se interrumpen de pleno derecho por solicitud que 
deba hacer el curador de bienes provisional nombrado en el auto que admite la 
demanda de declaración de ausencia, para hacer efectivo el instrumento de 
protección a las víctimas creado por la Ley 986 de 2005, aunque también es 
preciso suponer que dentro de las medidas que debe adoptar el juez que 
conoce del caso en lo civil, para proteger el patrimonio del desaparecido, lo 
haga de manera oficiosa. 
 
8.1.4.1. La Curaduría o Administración de bienes  
Las reglas sustantivas para el trámite del nombramiento del curador de bienes 
de la persona ausente vigentes hasta el 05 de junio de 2009, fecha en la que 
entró a operar la Ley 1306 de 2009, establecían que el nombramiento de 
curador procedía a petición del cónyuge no divorciado, cualquier familiar hasta 
el cuarto grado de consanguinidad, padres, hijos, hermanos, Ministerio Público 
y por los acreedores del ausente; siendo preferentes para ejercer la curaduría 
de los bienes en orden: el cónyuge no divorciado ni separado de cuerpos o de 
bienes66, los ascendientes, colaterales hasta el cuarto grado de 
consanguinidad. 
Las facultades del curador de bienes de la persona ausente, de conformidad 
con el artículo 575 del Código Civil, estaban limitadas a ejecutar actos 
administrativos de mera custodia y conservación, además de ejecutar las 
acciones necesarias para el cobro de los créditos y pago de las deudas del 
ausente, y al tenor del artículo 579 de la misma legislación, la curaduría 
expiraba con el regreso del ausente, por hacerse cargo de los negocios el 
ausente, por el fallecimiento, o por la concesión de posesión provisoria, y por la 
extinción o inversión completa de los bienes. 
Se le facultaba al curador de bienes la enajenación de los mismos sólo en el 
caso necesario para el pago de las deudas; en cuanto a los honorarios del 
curador, la ley civil fijaba que la remuneración por el trabajo realizado estaba 
asignada por el Juez, una remuneración según la codificación civil “equitativa”. 
Por lo anterior, queda claro que el nombramiento de un curador de bienes 
antes de la ley 1306 de 2009 es  indiferente al proceso de declaración de 
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ausencia que trata el artículo 96 del Código Civil, se trataba de una persona 
designada por el Juez para la administración de bienes, a solicitud de tanto los 
acreedores, cónyuge, familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
Ministerio Público; hasta esta época, no se reconocía derecho alguno al 
compañero o compañera permanente del ausente para solicitar la curaduría de 
bienes, ni para ejercer la misma. 
De igual modo, queda claro que la curaduría de bienes, tenía como única 
finalidad administrar los bienes en lo que respecta a la custodia, conservación, 
cobro de créditos y el pago de las deudas del ausente, acción que debía 
realizarse en el menor tiempo posible a fin de evitar una prescripción extintiva 
de las acciones para el cobro de deudas, evitar el embargo de bienes por mora 
en el pago de las obligaciones crediticias, y en general evitar actos que 
condujeran al menoscabo patrimonial de los bienes del ausente. 
La reforma suscitada al Código Civil Colombiano por la ley 1306 de 2009 “Por 
la cual se dictan normas para la Protección de Personas con Discapacidad 
Mental y se establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces 
Emancipados67” publicada el cinco (5) de junio de 2009, cambió la designación 
de curador de bienes de persona ausente por la figura de administrador de 
bienes de persona ausente, que entre otras cosas modificó la posibilidad de 
solicitar el nombramiento del administrador de bienes en cuanto incluyó al 
compañero o compañera permanente, y redujo a tercer grado de 
consanguinidad la posibilidad de los familiares para solicitar la figura de 
administrador de bienes. 
También agrega la nueva normativa, que en el caso de exceder de quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes el valor de los bienes, la 
administración deberá ser ejercida por un administrador fiduciario; en lo demás 
mantiene que la extinción de la administración opera por la aparición del 
ausente, por la muerte real o presunta,  por hacerse cargo un procurador 
debidamente constituido o por la extinción total de los bienes.  
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Así pues, la curaduría de bienes era una figura temporal que se solicitaba antes 
de proceder a la declaración de ausencia, en donde se decretaba la 
terminación de la curaduría de bienes de ausente y se procedía al 
nombramiento de curador legitimo o dativo según el caso; en el caso de la 
legítima, los llamados a ejercerla serian: el cónyuge no divorciado, los 
ascendientes, los hijos y los hermanos; y la curaduría dativa sólo en el caso de 
falta de la legítima. 
La protección de los derechos patrimoniales del ausente era ejercida por el 
curador de bienes de ausente, posteriormente por el curador dativo o legitimo 
cuando se declaraba la ausencia, hasta tanto se declarara a los dos años de la 
desaparición la muerte presunta, pues es esta la  forma que contempla ley para 
la terminación de la curaduría. 
 
8.1.5. Efectos en los derechos reales del desaparecido 
Inicialmente, con la ausencia al incoar la acción tendiente a obtener el 
nombramiento de un curador de bienes de ausente, o bien, por medio del 
proceso penal que conoce de la desaparición forzada y tener en provisionalidad 
un curador de los bienes del ausente; la ley civil faculta al curador provisional o 
definitivo realizar las acciones necesarias, tanto en los derechos personales 
como reales, a la luz del artículo 575 del Código Civil, el curador de bienes esta 
en posibilidad legal de realizar y ejecutar los actos necesarios para la custodia 
y conservación de los bienes, las acciones necesarias para el cobro de créditos 
y pago de las deudas, sólo en posibilidad de enajenar bienes para el pago de 
créditos previa autorización judicial. 
Antes de la expedición de la Ley 986 de 2005, el curador de bienes tenía a su 
cargo la representación judicial del desaparecido, tanto por acción como en la 
defensa, es decir, que en el evento de los acreedores, estos podían hacen 
valer sus crédito demandando al desaparecido en representación del curador 
de bienes. 
Ante la desaparición forzada, las víctimas contaban con las dos opciones 
legales: i) la declaración de ausencia y actuar como curador de bienes 
provisional para la protección del patrimonio del desaparecido, y ii) Solicitar el 
nombramiento de curador de bienes por separado de la declaración de 
ausencia; en ambos casos las reglas aplicables en ambos casos son las 
mismas contempladas en el Código Civil Colombiano en los artículos  433, y 
del 561 al 580. 
En el caso de haber recurrido a la declaración de ausencia regulada en el 
artículo 656 del Código de Procedimiento Civil, y en el evento de la curaduría 
provisional de bienes nombrada por la Autoridad Judicial que conoce o dirige el 
proceso por el delito de desaparición forzada, la curaduría cesara los efectos al 
tenor del artículo 579 de Código Civil por la declaración de muerte presunta o 
real del desaparecido. 
A los dos años de la desaparición, luego de no tener noticias del desaparecido 
la familia promovía la acción de declaración de muerte presunta, si bien esta 
también puede ser promovida según el artículo 658 del Código de 
Procedimiento Civil en una misma demanda junto con la solicitud de 
declaración de ausencia, aspectos que el Juez resuelve en sentencias 
diferentes y tramita por cuadernos separados. Con la declaración de muerte 
presunta, se puede iniciar el proceso de sucesión y los herederos presuntivos 
solicitaran la adjudicación de los bienes, lo mismo que solicitar la posesión 
provisoria  de los bienes, previa la publicación de la sentencia que declara la 
muerte presunta, publicación que tiene como fin impedir la consolidación de 
efectos patrimoniales fraudulentos, informar a los interesados y avisar a los 
acreedores sobre la partición de los bienes del desaparecido. 
Surtida la publicación que declara la muerte presunta, se puede promover el 
proceso de sucesión, sentencia que podrá ser rescindida por un término de 10 
años contados a partir de surtida la publicación que declara la muerte presunta, 
en el evento de reaparecer el desaparecido. Si fuere el caso y se rescindía la 
sentencia que declara la muerte presunta, se restituirían los bienes en el 
estado que se encuentren, y en caso de enajenación la solución corresponde a 
las normas del Código Civil. 
Luego aparece la Ley986 de 2009, otorgando la posibilidad que el curador de 
bienes solicite la interrupción de los plazos y términos de vencimiento de las 
obligaciones civiles y mercantiles del desaparecido que no estén en mora, 
hasta tanto se declare la muerte presunta, se compruebe la real o simplemente 
por la reaparición del desaparecido; de esta manera se brindo un instrumento 
de protección a las víctimas y familias de las víctimas del delito de desaparición 
forzada, que en conexidad con la continuidad en el pago de los salarios, 
garantizaban el mínimo vital de las familias de las personas desaparecidas 
forzadamente. 
La alta probabilidad de no aparecer al persona en situación de desaparición 
forzada, hacia que el tiempo de beneficio de los instrumentos de protección 
contemplados en la Ley 986 de 2005, y con mayor razón más alta la 
probabilidad de ejercer la acción de declaración de muerte presunta, con lo que 
salen de realce que los efectos en los derechos reales del desaparecido 
terminan adjudicados en manos de los herederos presuntivos después de 
instaurado el respectivo proceso sucesorio. 
Las posibilidades de rescindir las sentencias de declaración de muerte 
presunta son relativamente bajas, por lo que se puede afirmar que la creciente 
cifra de desapariciones forzadas, termina repartiendo en cabeza de los 
herederos y liquidando el patrimonio que el desaparecido fruto de su trabajo 
construyó durante el tiempo que la vida le permitió. 
Otro dato importante es que antes de la entrada en vigencia de la Ley 1306 de 
2009, la curaduría de bienes no facultaba a los compañeros permanentes, con 
la ley se incluyeron los compañeros permanentes, pero se redujo al tercer 
grado de consanguinidad la posibilidad de ejercer la renombrada 
administración de bienes de ausente.  
 
8.2. NATURALEZA JURÍDICA DE LA DESAPARICIÓN FORADA, DE LA 
AUSENCIA Y DE LA MUERTE PRESUNTA 
 
La aparición de fenómenos jurídicos que menoscaban la tranquilidad de una 
comunidad nacional, que atentan contra bienes jurídicos tutelados por la 
normativa de un Estado Social de Derecho y sobre todo actos que conllevan la 
connotación de crímenes de lesa humanidad en razón que “se trata de un 
atentado múltiple contra derechos fundamentales del ser humano, en cuanto 
supone la negación de un sinnúmero de actos de la vida jurídico-social del 
desaparecido68”, dan merito para la tipificación de tales conductas en procura 
de sancionar a los responsables y dar un alivio a las víctimas de tales 
atrocidades por medio de la realización de una justicia ideal. 
Con la tipificación de la conducta, aparecen otras necesidades que también 
deben ser reguladas por medio de normas generales, es precisamente que con 
la desaparición forzada de una persona, los derechos personales y reales se 
ven desprotegidos y a la deriva de una adecuada administración y custodia; se 
hace uso de la curaduría de bienes de persona ausente de manera temporal y 
para el nombramiento definitivo de una persona que se haga cargo de tales 
obligaciones de custodia y administración, se procede a la declaración de 
ausencia. 
Según la ley Colombiana, al transcurso de dos años desde que se tuvo en 
conocimiento la última noticia sobre el paradero del ausente, se da lugar al 
presupuesto factico base para la declaración de muerte presunta, proceso el 
cual extingue todas las curatelas, guardas y administración temporal de bienes 
de  una persona ausente, y se da  paso a la apertura del proceso sucesorio en 
conjunto con la liquidación patrimonial de las sociedades bien conyugal, o de 
hecho. 
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 Sentencia C-317/02 del dos de mayo de 2002, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas 
Hernández. 
Por lo anterior, fue preciso establecer la naturaleza jurídica de cada estadio 
mencionado en los párrafos anteriores, a fin de caracterizar cada uno de los 
estados. 
8.2.1. Naturaleza Jurídica de la Desaparición Forzada 
 
“los crímenes contra el derecho internacional son cometidos 
por personas, no por entidades abstractas, y sólo mediante el 
castigo de los individuos que cometieron tales crímenes 
pueden ejecutarse las previsiones del derecho 
internacional”69. Tribunal de Núremberg. 
La desaparición forzada de personas es considerada como un crimen de 
estado, un crimen de lesa humanidad y como una indebida práctica 
gubernamental de control político para eliminar o deshacerse de disidentes 
políticos u opositores y cubrir toda evidencia de los asesinatos y negar 
cualquier paradero de las víctimas. 
A pesar de la tipificación en el año de 2000, el delito de desaparición forzada se 
remota en sus orígenes al mundo antiguo; en el antiguo testamento se revela 
en el libro de Jeremías, como el rey Sedecías ordeno aprehender al profeta 
para callarlo y ocultarlo en el año 587 A.C., similar situación vivió Juan el 
Bautista cuando por haber denunciado la vida pecaminosa de la Corte del Rey 
fue aprehendido y decapitado para callarlo; igualmente, en el capítulo del 
Emperador Constancio II (Flavio Julio) quien gobernó a Roma desde el año 331 
al 361 de nuestra era, con el propósito de mantenerse en el poder ordenó el 
asesinato de todos sus familiares. Callo y Juliano, quienes sobrevivieron a 
dicha orden, fueron atraídos por el Emperador a la Corte y recluidos en la 
prisión “Pola de Istría”, totalmente incomunicados y posteriormente ejecutados. 
En España, durante la época de la inquisición, los acusados eran puestos en 
situación de incomunicación con el mundo exterior, durante un juicio que podía 
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durar años sin darse ninguna información sobre el paradero y muchos menos si 
se encontraban vivos o muertos. 
Ya en le época moderna, en la Rusia de 1917, durante y luego de la 
Revolución Socialista de Lenin, fueron desaparecidas miles de personas, o 
fueron detenidas y llevadas a campos de concentración por el régimen, 
situación que se incremento con la llegada de Stalin al poder. En 1996 el Grupo 
de Trabajo sobre las desapariciones forzadas informó al gobierno de la 
Federación Rusa de 160 casos de desapariciones forzadas, hechos cometidos 
por fuerzas especiales del OMON  del Ministerio del Interior, víctimas que 
fueron de origen Checheno70. 
El informe del grupo de trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 
informo también que en 1996 había 23 casos de desapariciones, de los cuales 
16 habían ocurrido en 1996, también se informó que a 1996 había en 
conocimiento de las autoridades 970 casos de desaparición forzada, que 
habían empezado a suceder en 1981, especialmente en Bogotá y en las zonas 
de mayor influencia de violencia71. 
En el plano universal, es son duda el decreto “Natch und Nebel72” promulgado 
en Alemania en diciembre 7 de 1941, al antecedente mayor de la desaparición 
forzada en el mundo, en virtud de este decreto conocido en español como el 
Decreto Noche y Niebla, las personas bajo sospecha de poner en peligro la 
seguridad del Tercer Reich eran arrestadas bajo la operancia de la noche, para 
luego ser torturadas y desaparecidas sin dejar rastro y sin la posibilidad de 
obtener información sobre su paradero; bajo la vigencia de este decreto nazi, 
fueron desaparecidos alrededor de seis millones de judíos considerados 
inferiores, para poblar los territorios con quienes poseían la valiosa sangre aria 
(Alemanes). 
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En América Latina, los antecedentes de la desaparición forzada se remontan al 
Consejo de Seguridad Nacional, creado en los Estados Unidos de Norte 
América e influenciados por el decreto Natch und nebel, en los comienzos de la 
Guerra Fría para el desarrollo de la doctrina de seguridad nacional que 
consistía en el entrenamiento de Ejércitos latinoamericanos en la Escuela de 
las Américas en Panamá en técnicas de contrainsurgencia y desaparición de 
opositores políticos, contando con material de manuales de tortura y 
contrainteligencia suministrados por la Central Intelligence Agency, Agencia 
Central de Inteligencia, CIA. 
Según la doctrina de seguridad nacional, cualquier amenaza para la seguridad 
de Estados Unidos, originada en cualquier lugar del orbe terrestre, era tomada 
como un acción a favor de la potencia enemiga, la URSS, y se justificaba la 
eliminación de cualquier sujeto al ser considerado como insurgente y por tal no 
era tenido en cuanta como persona respecto de ser sujeto de derechos. 
Con la aplicación de esta doctrina de seguridad nacional por parte de EE. UU., 
se consigue la unificación del accionar de diversas dictaduras de la Zona Sur 
del Continente Americano; la Operación Cóndor en Chile, Argentina, Brasil, 
Paraguay, Uruguay y Bolivia entre 1970 y 1980 en coordinación con la CIA de 
Norte América, para el seguimiento, vigilancia, detención, tortura, traslado y 
desaparición o muerte de personas consideradas por los regímenes 
dictatoriales como subversivos del orden o contrarios al pensamiento político, o 
no compatibles con las dictaduras militares de la región. 
La operación Cóndor, se constituyó como la organización clandestina 
internacional para la práctica del terrorismo de estado, que instrumentó el 
asesinato y desaparición de miles de personas opositoras del régimen, la 
mayoría pertenecientes a la izquierda política; en marzo de 2013 se inicio en 
Argentina el juicio por la Operación Cóndor, el juicio de la historia en 
Suramérica, aunque ya se habían juzgado personas por estas desapariciones 
de forma aislada en Argentina y Uruguay, es sólo el Tribunal Oral en lo Federal 
Primero de Buenos Aires (Argentina) en donde se toma la Operación Cóndor 
en conjunto73.     
 En Colombia, en virtud  de los decretos 1537 de 1974 (Estrategia de defensa 
nacional) y 1932 de 1978 (Poderes Judiciales a la Policía Nacional y Fuerza 
Pública), la población civil fue considerada como objetivo de lucha 
contrainsurgente, y para ello se clasificaron a las personas en diferentes listas, 
aplicando diferentes técnicas de agresión, entre ellas la desaparición forzada74, 
el primer caso reportado de desaparición forzada en Colombia fue registrado el 
9 de septiembre de 1977 con la detención y desaparición de la bacterióloga y 
militante de izquierda Omaira Montoya Henao, desaparecida presuntamente 
por el F2 servicio secreto de la Policía en ese entonces. 
Para la década de 1980, el crimen de desaparición forzada que aun no se 
encontraba tipificado en la legislación interna del país, se volvió más 
organizado, los grupos paramilitares en complicidad con la Fuerzas Armadas, 
se tomo la desaparición forzada como una modalidad de agresión contra la 
población campesina, fundamentales para la existencia de los grupos 
subversivos y con la intención de apropiarse de las tierras de los campesinos. 
Para la década de 1990, la desaparición forzada se convierte en el crimen de 
lesa humanidad preferido por los grupos paramilitares con tres fines esenciales: 
i) exterminio y desaparición de los líderes políticos y sociales, ii)  exterminio de 
personas consideradas indeseables (trabajadoras sexuales, adictos a las 
drogas, población LGBIT e indigentes), iii) forma de control y disciplina para 
generar terror y evitar denuncias o estrategia militar75. 
  
                                                          
73
 AMNISTIA INTERNACIONAL. Comunicado de Prensa. “El juicio de la "Operación Cóndor", 
un avance histórico en la lucha contra la impunidad en la región”. {En Línea} {21 de junio de 
2013} disponible en: (http://www.amnesty.org/es/for-media/press-releases/el-juicio-de-la-
operaci-n-c-ndor-un-avance-hist-rico-en-la-lucha-contra-la-).  
74
 CORPORACION JURÍDICA LIBERTAD. Génesis de la Desaparición Forzada en Colombia. 




 Ibídem.  
8.2.1.1. Desarrollo Jurídico de la desaparición forzada 
 
En el desarrollo de los procesos de Núremberg en 1946, no se hallaba 
tipificación de la desaparición forzada en alguna legislación nacional o 
internacional, sin embargo la Carta de Londres firmada en 194 por Francia, 
Estados Unidos, El Reino Unido y La Unión Soviética, fue el documento que fijó 
las principios y procedimiento bajo el cual se llevó a cabo el Juicio de 
Núremberg; la Carta estableció que el conformado Tribunal Penal Militar 
Internacional conocería de los delitos de guerra, delitos contra la humanidad y 
delitos contra la paz cometidos por el régimen Nazi. 
En 1973, en el desarrollo de la doctrina de seguridad nacional en los países 
bajo el régimen dictatorial durante la guerra fría entre Estado Unidos y Rusia, 
las Naciones Unidas y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
empezaron a emplear el concepto de desaparición Forzada para las personas 
desaparecidas con el Golpe de Estado de Chile en 1973; el grupo de trabajo de 
investigar las derechos humanos en Chile presentó en el informe anual 
registrando los primeros casos de desaparición forzada. 
En 1978, la Asamblea General de Naciones Unidas emitió la Resolución 33/173 
del 20 de diciembre de 1978 empleó el término de desapariciones forzadas  o 
involuntarias “profundamente preocupada por los informes precedentes de 
diversas partes del mundo en relación con la desaparición forzada o 
involuntaria de personas…76”  y solicitó a la Comisión de Derechos Humanos 
que examinara la cuestión de las personas desaparecidas para hacer las 
recomendaciones apropiadas; en respuesta, se estableció en 1980 el Grupo de 
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias con el fin de examinar, 
vigilar e informar sobre el estado de las desapariciones forzadas. 
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En 1983, la Organización de Estados Americanos expide la Resolución 666 
XIII-0/83, en la que declaró que la desaparición forzada es una “afrenta para la 
conciencia del hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad”, 
entendiendo como lesa humanidad la “comisión sistemática o en gran escala, e 
instigada o dirigida por el gobierno, una organización política o grupo, de actos 
contra la población civil y con conocimiento de tal ataque77”; entre 1988 y 1989 
la establecida Corte Interamericana de Derechos Humanos profirió las primeras 
condenas por violación de derechos reconocidos en la Convención Americana 
de Derechos Humanos, condenando al Estado de Honduras, mas tarde se 
condenaría a Colombia por casos similares, sin embargo en ambos casos no 
se contempló la desaparición forzada por falta de tipificación de tal delito. 
En 1992, la Asamblea General de Naciones Unidas aprueba la Declaración 
sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
mediante la Resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992, como un conjunto 
de principios aplicables por todo estado y estableció que:  
“1. Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad 
humana. Es condenado como una negación de los objetivos de la Carta 
de las Naciones Unidas y como una violación grave manifiesta de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales proclamados en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y reafirmados y 
desarrollados en otros instrumentos internacionales pertinentes. 
 
2. Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la 
protección de la ley y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su 
familia. Constituye una violación de las normas del derecho internacional 
que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la 
seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a 
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otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, 
el derecho a la vida, o lo pone gravemente en peligro78”. 
 
El mencionado instrumento internacional no otorgaba ninguna competencia 
para juzgar la desaparición forzada, pero si motivó que mas a nivel regional la 
Asamblea General de Estados Americanos en el 24º periodo de sesiones 
realizada en Belem Do Pará (Brasil) se adoptara el 9 de junio de 1994 la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, la cual 
empezó a regir en 1996 tras la ratificación de 8 Estados, dicho instrumento 
definió la desaparición forzada como:  
“La privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su 
forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas 
que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida 
de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de 
libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el 
ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”. 
 
En 1998, se firmó en Roma el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, reconociendo la facultad de jurisdicción sobre las personas 
respecto de crímenes más graves y de carácter complementaria a las 
jurisdicciones penales de los países, estados partes de las Naciones Unidas; 
para conocer de los crímenes de lesa humanidad, entre la lista se encuentra la 
desaparición forzada; el Estatuto de Roma adquirió competencia luego de la 
ratificación necesaria, el 1 de julio de 2002. 
En el año 2000, se tipifica en Colombia el Delito de desaparición forzada bajo la 
Ley 589 de 2000, bajo la definición de “someter a otra persona a privación de 
su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la 
negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, 
sustrayéndola del amparo de la ley”, recogiendo en parte la definición de la 
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Convención Interamericana de Belem do Pará de 1994, y ampliando el sujeto 
activo del delito a los particulares. 
En el 2001, se aprueba en Colombia  el 28 de noviembre de 2001, la Ley 707 
de 2001, mediante la cual se aprobó la Convención Interamericana de Sobre 
Desaparición Forzada de 1994, y por medio de la sentencia C-580 de 2002 la 
Corte Constitucional declaró la constitucionalidad de la Ley 707 de 2001 al 
considerar que la convención no fija elementos de responsabilidad penal, sino 
que fija unos parámetros que deben ajustar al derecho interno los estados 
miembros de la Organización de Estados Americanos. 
El 5 de julio de 2002, mediante la Ley 742 de 2002, se aprobó en Colombia en 
el Estatuto de Roma firmado el 17 de Julio de 1998, y por medio de la 
Sentencia C-578 de 2002, la Corte Constitucional estableció que en ningún 
punto la Jurisdicción de la Corte Internacional sustituye la jurisdicción del 
Estado de los Crímenes de guerra, de lesa humanidad, de agresión y que los 
responsables se encuentren en el territorio nacional o después de haber 
cometido el delito se encuentren en el territorio nacional. 
En 2006, se adopta en la cuidad de New York, la Convención Internacional de 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 
entendiendo como desaparición forzada: 
“el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación 
de libertad que sean obra de agentes del Estado o por personas o 
grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha 
privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la 
persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”. 
Y ya en el 1 de diciembre de 2010, se aprueba mediante la ley 1418 de 2010, 
la Convención Internacional de protección de todas la personas contra las 
desapariciones forzadas, y declara exequible mediante la Sentencia C-620 de 
2011 entendiendo que la Convención busca la erradicación, prevención y 
represión de la desaparición forzada y la promoción y protección de las 
personas afectadas por el delito. 
Y finalmente en 2012, sale la ley 1531 de 2012, mediante la cual se crea una 
acción de protección y garantía frente a las personas afectadas por la 
desaparición forzada, instrumento que busca sustituir la necesidad de recurrir a 
la declaración de mera ausencia y menos de la declaración de muerte presunta 
que en conjunto con la Ley 986 de 2005 buscan garantizar el mínimo vital y 
proteger derechos fundamentales, reales y personales de los desaparecidos y 
de sus familias. 
En conclusión, la desaparición forzada de personas se erige como una 
violación múltiple de derechos como la libertad personal, la seguridad, de ser 
juzgado en un  juicio con derecho a la defensa, el derecho a la vida, la dignidad 
humana, el reconocimiento de la personalidad jurídica, y a no ser objeto de 
tratos crueles e inhumanos o degradantes. 
 
 
8.2.2.  Naturaleza Jurídica  de la Ausencia y Declaración de Ausencia 
La ausencia del Código Civil, entendida como la desaparición del lugar de 
domicilio e ignorancia del paradero, contempla la posibilidad de acudir a la 
declaración de ausencia a fin de acceder a la administración de los bienes del 
desaparecido, obtener el nombramiento de un curador de bienes legitimo con 
capacidad legal de atender y proteger el patrimonio del desaparecido y 
responder ante terceros por las obligaciones civiles y mercantiles del ausente.  
Bajo la desaparición forzada, la declaración de ausencia regulada por los 
artículos 96 del Código Civil y 656 del Código de Procedimiento Civil y 
designación de un curador de bienes, era el mecanismos de sustento frente al 
poder de disposición del patrimonio del desaparecido y garantía de la 
protección familiar, sin perjuicio de las facultades posiblemente otorgadas a el 
curador de bienes provisional en los casos de razonable injerencia de estar 
frente a la comisión del delito de desaparición forzada. 
Sin embrago, el gran inconveniente con la declaración de ausencia y la 
actuación de los curadores en este escenario del derecho privado es la 
imposibilidad legal de continuar recibiendo los salarios del desaparecido, 
aspecto que se posibilitó en la designación de un curador provisional en la 
jurisdicción penal, al tenor de la ley 589 de 2000, la cual autorizó la continuidad 
en los salarios de la persona desaparecida a cargo de curador provisional por 
el término de dos años, sin embargo el carácter de curador provisional 
restringía la disposición de los bienes del desaparecido. 
Respecto de los desaparecidos pensionados, el problema era mayor, ya que la 
norma existente no contempla la posibilidad de la declaración de ausencia y 
garantizar el pago de las mesadas pensiónales a cargo del curador provisional 
o legitimo, para lo cual la familia debería acudir a la declaración de muerte 
presunta e iniciar el trámite de pensión de sobreviviente o una sustitución 
pensional. 
De todo modo, la declaración de ausencia y designación de un curador de 
bienes sólo faculta respecto de la administración, conservación y manejo de los 
bienes en lo referente a responder ante las obligaciones y enajenar los bienes 
del desaparecido sólo para el pago de deudas o por el giro normal de los 
negocios; no cuenta con el mecanismo para las personas que dependen 
económicamente del desaparecido y atender la supervivencia. 
Otro aspecto importante es que en la declaración de ausencia, la causal de la 
desaparición forzada no tiene aplicación, y por tal los instrumentos de 
protección de víctimas contemplados en la Ley 986 de 2005 no tienen 
aplicabilidad, sin embargo, cuando se ha promovido la denuncia penal 
independiente de la acción civil, se puede hacer uso de los mecanismos de 
protección del patrimonio. Resulta es interesante que en ejercicio de la 
curaduría de bienes por la declaración de ausencia, el curador está facultado 
para responder por las deudas ante terceros, proteger el patrimonio y pagar 
obligaciones; y en la desaparición forzada por ministerio de la Ley, con la 
denuncia y otros requisitos se obtiene la interrupción de los plazos y términos 
de vencimiento vigentes no en mora. 
En términos  generales, la ausencia simple es la situación en la que una 
persona no se halla presente en el domicilio que debe estar, generando graves 
consecuencias y efectos en el derecho privado, lo cual se soluciona mediante 
la designación de curador de bienes para ejercer  la administración nombrado 
por el juez que conoce la solicitud de declaración de ausencia. 
De acuerdo pues a los presupuestos normativos del artículo 96 del Código Civil 
Colombiano, para proceder a la declaración de ausencia se requiere de dos 
elementos básicos que son: i) la desaparición de la persona de su domicilio y, 
ii) que se ignore su paradero; con estos dos supuestos legales se inicia el 
tramite tendiente a la declaración de ausencia, en el que entre otras cosas, se 
designa un administrador de bienes conforme al ordenamiento jurídico vigente, 
la ley 1306 de 2009. 
Con la declaración de ausencia, antes de la ley 1531 de 2012, se daba una 
solución provisional para el manejo de los negocios del ausente; pero de 
acuerdo a la jurisprudencia y doctrina nacional, de la desaparición forzada de 
personas se presupone la muerte del desaparecido, pero para poder iniciar el 
trámite de la declaración  de muerte presunta, la normativa exige el curso de 
dos años a partir de la desaparición de la persona; el tema de la presunción de 
muerte será tratado en el título siguiente “naturaleza jurídica de la muerte 
presunta”.  
Declarada la ausencia, y si al cabo del tiempo reapareciera el ausente se 
rescindirá de la sentencia y el ausente recobrara todas sus atribuciones legales 
y recupera todos sus bienes y derechos de manera completa; o por opción de 
la familia podrá solicitar la declaración de muerte presunta o comprobar la 
muerte real y abrir el proceso sucesorio. 
 
8.2.3. La naturaleza jurídica de la muerte presunta 
Para poner fin a la incerteza jurídica respecto de la existencia o no de una 
persona y proteger el patrimonio del desaparecido se declara la ausencia, en la 
que se administra por un tercero el patrimonio del desaparecido, pero no puede 
disponer del mismo; por tanto la disposición patrimonial de la familia queda 
supeditada a la declaración de una situación un tanto análoga a la muerte, y 
disposición del patrimonio a través de la apertura de la sucesión por causa de 
muerte. 
Se trata de una presunción legal en consecuencia de una situación fáctica que 
genera consecuencias jurídicas en el estado civil de las personas, que no es 
una verdad absoluta y permite de la demostración en contrario y procediendo a  
la rescisión de la sentencia que declara la muerte presunta. 
La declaración de muerte, procede después de cumplir los supuestos legales 
del artículo 97 del Código Civil, esto es: i)  la desaparición del lugar del 
domicilio, ii) haber transcurrido el término de dos años a partir de la 
desaparición. 
La declaración de muerte presunta tiene el carácter de ser constitutiva de un 
nuevo estado jurídico que ya existente de hecho, es una presunción iuris 
tantum que no requiere la declaración previa de declaración de ausencia y por 
requerimiento de los familiares para pago de obligaciones o alimentación se 
procede a declarar la muerte legal de una persona que no se ha dado con su 
paradero. 
Con la declaración de muerte presunta, surgen derechos de índole personal y 
patrimonial, en sustitución de la muerte real que a petición de la parte es una 
presunción que se declara de un  estado de hecho que se refuerza por medio 
de una resolución judicial y crear efectos en el derecho privado y personalidad 
del desaparecido. 
El principal efecto perseguido con la declaración de muerte presunta es sin 
lugar a dudas, es patrimonial, obtener el poder los presuntos herederos de 
iniciar el proceso sucesorio y ser adjudicados los bienes a los herederos del 
muerto presuntamente; la sentencia que declara la muerte presunta deber ser 
publica a fin de que los terceros acreedores del desaparecido puedan hacer 
valer sus derechos, La Corte Constitucional resalto la importancia de la 
publicación de la sentencia que declara la muerte presunta así: 
“La publicación de la sentencia que declara una muerte presunta, 
entonces, pretende i) que el conocimiento de la decisión, por parte de 
todos, impida la consolidación de los efectos patrimoniales de una 
declaración fraudulenta, ii) alertar al ausente, a sus posibles legitimarios 
y a su cónyuge respecto de la declaratoria y de una eventual liquidación 
patrimonial, y iii) prevenir a adjudicatarios y a terceros sobre la posible 
rescisión del acto de partición y adjudicación de los bienes del 
desaparecido, y de las negociaciones que los involucren, durante el 
lapso previsto en la ley.  
Por ello, en tanto no se publique el mandato proferido en la sentencia, el 
registro civil que prueba la muerte presunta no puede extenderse, ni el 
proceso que liquida el patrimonio del causante iniciarse, porque la 
inscripción en el registro civil y el proceso de sucesión afectan, 
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8.3. EFECTOS DE LA SENTENCIA DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR 
DESAPARICIÓN FORZADA 
 
La declaración de ausencia por desaparición forzada, como herramienta legal 
de protección de los derechos civiles y patrimoniales de las víctimas directas 
del delito de desaparición forzada, abarca en la definición que trae el artículo 2 
de la Ley 1531 de 2012 “la situación jurídica de las personas de quienes no se 
tenga noticia de su paradero, y no hubieren sido halladas vivas, ni muertas”, 
ampliando el margen de aplicación no sólo a los titulares para ejercer dicha 
acción civil, familiares del desaparecido, sino que faculta a quienes tienen 
algún familiar desaparecido y no se ha recibido noticia alguna de su paradero, 
amplia la aplicación a aquellos que se encuentran desaparecidos por otras 
formas involuntarias y evita el uso de la acción de declaración de muerte 
presunta regulada por el Código Civil y Código de Procedimiento Civil – Código 
General del Proceso. 
Los efectos civiles que se presume deben ser cumplidos con la sentencia de 
declaración de ausencia por desaparición forzada y otras formas de 
desaparición involuntaria, expresamente deben ser: i) Garantizar y asegurar la 
continuidad de la personalidad jurídica de la persona desaparecida, ii) 
Garantizar la conservación de la patria potestad de la persona desaparecida en 
relación con los hijos menores, y iii) Garantizar la protección del patrimonio de 
la persona desaparecida incluyendo los bienes adquiridos a crédito y cuyos 
plazos de amortización se encuentren vigentes, y vi) Garantizar la protección 
de los derechos de la familia y de los hijos menores a percibir los salarios, 
cuando se trate de servidores públicos.  
En términos generales, la acción de declaración de ausencia por desaparición 
forzada, se constituye como una garantía legal de protección de derechos 
civiles, patrimoniales y familiares de la persona desaparecida en relación con 
los hijos menores. 
 
 
8.3.1.  Continuidad De La Personalidad Jurídica 
La personalidad jurídica se encuentra dentro del catálogo de derechos 
fundamentales, como derecho constitucional de toda persona de aplicación 
inmediata en garantía de otros derechos que se denominan libertades en varios 
ámbitos de la persona humana; se trata de un derecho intangible e inviolable 
aun en los estados de excepción, de guerra y de conmoción interior80, casos en 
los que prevalecerán los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos. 
Comprometido el Estado Colombiano a proteger y garantizar el derecho a la 
personalidad jurídica y a su libre desarrollo desde la firma de los pactos 
internacionales, económicos, sociales y culturales, de derechos civiles y 
políticos y el protocolo facultativo de el último aprobado en Nueva York el 16 de 
junio de 1966 por votación unánime y ratificado por el Congreso Colombiano 
mediante la Ley 74 de 1968 de diciembre 26. 
Reafirmando el compromiso en lo referente a los derechos fundamentales, se 
ratifica el “Pacto de San José” Convención Americana sobre Derechos 
Humanos firmada en San José, Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, el 30 
de diciembre de 1972, mediante la ley 16 de 1972; el cual en el articulo 3 
refuerza el derecho de toda persona al reconocimiento de la Personalidad 
Jurídica. 
Años después, se aprueban los tratados de Derecho Civil Internacional y 
Derecho Comercial Internacional, firmados en Montevideo el 12 de febrero de 
1989 y aprobados en Colombia mediante la ley 33 de 1992 del 30 de 
Diciembre, tratado en el que se menciona que las personas de derecho 
privado, su existencia y capacidad se rige por las leyes del país en el que ha 
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sido reconocidas81, es decir, en el lugar donde se reconoce la personalidad 
jurídica conforme a las leyes mencionadas. 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana ha dado a la 
personalidad jurídica el carácter de derecho exclusivo de la persona natural, 
como razón y fin en la Constitución de 1991, en donde el Estado Colombiano 
sólo se limita al reconocimiento de tal derecho sin hacer exigencias de ninguna 
clase82, llegando la Corte Constitucional a la conclusión que la personalidad 
jurídica es reconocida  y protegida  a su titular por el Estado por la realidad 
preexistente, se trata de una condición que hace al ser humano sujeto de 
derecho83. 
Más tarde, la Corte Constitucional da a la personalidad jurídica otro criterio de 
aplicación más incluyente; ya no sólo como la capacidad de la persona humana 
de ingresar al mundo jurídico, de contraer derechos y adquirir obligaciones, si 
no que incluye los denominados atributos de la personalidad humana, que por 
el simple hecho de existir, sin importar la condición, constituyen la esencia de la 
personalidad jurídica como sujeto de derecho84. 
La acción de declaración de ausencia por desaparición forzada propende por la 
protección y garantía de tal fundamental derecho de índole constitucional, que 
se concreta en la esencia del ser humano, de su aspecto jurídico como sujeto 
de derechos que lo faculta para adquirir derechos y contraer obligaciones, y se 
complementa con los llamados atributos de la personalidad, que no son más 
que la exteriorización de las libertades individuales. 
La continuidad de este derecho en la esfera del derecho civil, se complementa 
con la protección del patrimonio económico del desaparecido; sería imposible 
garantizar otros derechos personales sin tener en cuenta la personalidad 
jurídica, derecho que garantiza entre otras cosas que el desaparecido al 
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 Sentencia C-109 de 1995 del 15 de marzo; Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez 
Caballero. 
reincorporarse recuperara todos sus bienes y no habrá sido separado de su 
ámbito familiar, sólo al cabo del tiempo en el que los familiares podrán acudir a 
la declaración de muerte presunta en aras de poner fin a una angustiada 
espera por un ser querido, del cual no existe certeza sin aun vive o si hará 
tiempo que falleció.  
 
8.3.2. Conservación de la Patria Potestad en relación con los hijos 
menores 
La patria potestad, está definida como el conjunto de derechos que la ley 
reconoce a los padres sobre los hijos no emancipados, para facilitar a los 
padres el cumplimiento de los deberes que la calidad de padres les impone85; 
tiene el carácter de ser obligatoria, personal, irrenunciable e intransmisible, a 
menos que por decisión judicial se suspenda a los padres del ejercicio de ella. 
Los derechos que el ejercicio de la patria potestad trae a los padres sobre los 
hijos menores, a criterio de la Corte Constitucional Colombiana, se 
circunscriben a: “el usufructo de los bienes del hijo, la administración de esos 
bienes, y la representación judicial y extrajudicial del hijo86”, así mismo como la 
guarda, dirección y corrección del hijo. 
Visto entonces, la patria potestad sobre los hijos menores del desaparecido, es 
personal, irrenunciable, que por el hecho de encontrase el padre o la madre en 
la situación jurídica descrita como desaparición forzada, no es óbice para la 
suspensión de la misma, y menos al tratarse de una condición ajena a la 
voluntad del núcleo familiar, y lejos de encontrarse ajustado a las normas que 
inducen a pensar en una suspensión de la patria potestad, y de hacerlo se 
estaría vulnerando un derecho fundamental y de carácter prevalente, como los 
es el derecho del menor a tener una familia y ser parte de ella. 
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La continuidad de la patria potestad sobre los hijos menores, garantía que trae 
la Ley 1531 de 2012, se orienta en la protección de los intereses del menor, al 
evitar que por ministerio del tiempo sea declarada una muerte presunta, o bien 
de incurrirse en un proceso con el fin de conseguir la suspensión del ejercicio 
de la potestad parental por causales como el abandono. 
En síntesis, la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada, 
aparte de ser una característica de la evolución y adaptación de las normas 
legales a las nuevas necesidades y contexto del país, también busca conservar 
la unidad familiar como el núcleo esencial de la sociedad Colombiana y más 
aun, proteger a los menores en su integridad emocional. 
A criterio de la Corte Constitucional, la patria potestad es una “institución 
jurídica creada por el derecho, no en favor de los padres sino en interés de los 
hijos no emancipados, para facilitar a los primeros la observancia adecuada de 
los deberes impuestos por el parentesco y la filiación. Desde este punto de 
vista, la patria potestad descansa sobre la figura de la autoridad paterna y 
materna, y se constituye en el instrumento adecuado para permitir el 
cumplimiento de las obligaciones de formación de la personalidad del menor, 
atribuidos en virtud de la relación parental, a la autoridad de los padres”87. 
Así pues, la institución jurídica de la patria potestad, es una creación del 
derecho, normas de orden público de carácter personas, intransferible, 
irrenunciable, personal y temporal; orientada a la garantía de formación, 
cuidado y guarda de los menores en cuanto a su educación y desarrollo como 
sujeto de especial protección por el Estado Colombiano; igualmente su carácter 
de temporal lo adquiere por cuanto esta obligación y derecho de los padres 
sobre los hijos se extingue cuando el menor adquiere una edad adulta -18 
años-, o bien por las causales descritas en la ley para la perdida de la patria 
potestad. 
Por virtud de la ley, la patria potestad es ejercicio exclusivo de los padres, de 
manera personal, y que a falta de uno de los padres esta será ejercida 
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plenamente por el otro, y sólo en la falta absoluta de ambos padres, la patria 
potestad es otorgada judicialmente a otra persona que detentara la calidad de 
curador o guardador. 
La garantía de continuidad de la patria potestad de la persona desaparecida 
sobre los hijos menores o no emancipados, no es más que una protección, un 
instrumento, una herramienta legal creada por el derecho para conservar los 
vínculos filiales y parentales, tanto de los menores, como de la persona 
desaparecida que se espera sea reintegrada a la sociedad con el tiempo, razón 
por la cual se declara ausente por desaparición forzada y no muerto presunta. 
8.3.3.  Protección del patrimonio y bienes adquiridos a crédito con plazos 
de amortización vigente 
 
Derivado de la personalidad jurídica que se reconoce a las personas físicas, 
como la capacidad de contraer derechos y adquirir obligaciones, el patrimonio 
económico de los seres humanos es también conocido como uno de los 
derechos subjetivos de las personas, en donde se encuentran los derechos 
patrimoniales y extrapatrimoniales; los derechos reales, derechos inmateriales, 
y derechos de crédito que en conjunto conforman el patrimonio de la persona 
desaparecida y merecen especial protección y conservación. 
Los derechos patrimoniales, se dividen en dos grandes clases: los personales y 
los derechos reales, los primeros en relación con las cosas de la naturaleza y 
con las personas, y los segundos en relación con la propiedad y los modos de 
adquirirla y sus variantes. 
Según la doctrina de Valencia Zea88, los derechos patrimoniales tienen como 
finalidad la satisfacción de las necesidades materiales de la persona, mediante 
la explotación de las cosas del comercio y tienen como característica principal 
el ser avaluables en dinero, así el autor clasifica según la doctrina moderna del 
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derecho civil en cuatro categorías de derechos patrimoniales: a) reales, b) 
personales, C) inmateriales, y d) Universales. 
Conscientes de las graves consecuencias de orden emocional y patrimonial 
para  las víctimas de los delitos de secuestro, desaparición forzada y toma de 
rehenes; el Congreso de la república de Colombia expidió la Ley 986 de 2005, 
creando un sistema de protección de derechos para las víctimas de secuestro, 
que mas adelante la Corte Constitucional mediante la sentencia C-394 de 2007 
extendió los mismos beneficios para las víctimas y familiares de los delitos de 
desaparición forzada y toma de rehenes. 
La principal herramienta de protección patrimonial, es sin duda el 
nombramiento de un administrador de bienes o curador provisional que se 
encarga de la administración de los bienes, desarrollando todas las actividades 
necesarias para el cobro de créditos y pago de las deudas de la victima a quien 
representa; facultado únicamente para enajenar por el giro normal de los 
negocios o para el pago de deudas, claro está que con la autorización del juez 
de familia que conoce de la declaración de ausencia. 
De lo demás, al administrador de bienes le corresponde sólo la representación 
del desaparecido en materia patrimonial, bien sea en calidad de demandante o 
demandado. 
La sentencia que declara la ausencia por desaparición forzada, textualmente 
debe tener efectos de protección al patrimonio  y bienes con plazos de 
amortización vigente, concordante con la Ley 986 de 200589, se suspenden 
todas las obligaciones civiles y comerciales del desaparecido, desde la época 
en que se produce el hecho y serán por el tiempo que dure la ausencia o se 
produzca una situación que ponga fin a la ausencia, en todo caso el término no 
podrá ser mayor a un año a partir de que la victima reaparezca. 
La condición de aplicabilidad de este beneficio legal es que las obligaciones no 
se encuentren en mora; respecto de las obligaciones periódicas, la suspensión 
sólo se hará por las cuotas que no se encuentren vencidas. 
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Para las obligaciones diferentes a las de contenido dinerario, la interrupción 
opera de pleno de derecho por un término de tres meses a partir de la 
ocurrencia de la desaparición, tiempo en el que el sujeto contractual podrá 
optar por preservar el contrato o desistir del mismo sin derecho a 
indemnización por la ocurrencia de un caso fortuito.  
Igualmente la normativa, contiene la interrupción de plazos y términos de toda 
clase, incluyendo los procesos ejecutivos que cursen en contra del 
desaparecido, que serán suspendidos a solicitud del administrador por el 
término que dure la ausencia o hasta que se declare la muerte real o presunta 
del desaparecido. 
 
8.3.4. Pago de salarios a la familia 
 
El último de los efectos de la sentencia que declara la ausencia por 
desaparición forzada es de garantizar la protección de los derechos de la 
familia y de los hijos menores a percibir salarios, cuando se trate de servidores 
públicos, aspecto que ya había sido tratado en los fallos de la Corte 
Constitucional dejando claro que era una obligación del estado proteger el 
mínimo vital del desaparecido que permitan la vivencia en condiciones dignas 
de la familia. 
En la sentencia C-400 de 2003, la Corte Constitucional sentó el precedente en 
cuanto a la continuidad en el pago de los salarios a la familia del desaparecido: 
“En los casos de secuestro y desaparición forzada del trabajador, 
concurren los requisitos que activan el deber de solidaridad a favor de su 
núcleo familiar dependiente. Así, es evidente que cuando el salario que 
aporta la persona desaparecida o secuestrada es el ingreso que 
sustenta las condiciones materiales que garantizan la vida en 
condiciones dignas de los integrantes de la familia, la suspensión de su 
pago, por el sólo hecho del secuestro o la desaparición forzada, entra en 
contradicción con el cumplimiento del deber de solidaridad, pues lo que 
debe esperarse del empleador particular o público, de acuerdo con los 
postulados superiores enunciados, es la continuación en el suministro de 
la prestación económica, para que así no se exponga a los familiares del 
afectado con el delito a la vulneración de derechos 
fundamentales”.(subrayado fuera del texto). 
La continuidad del pago de salarios al desaparecido, es uno de los beneficios 
legales creados  por la Ley 986 de 2005 a favor de los secuestrados y ampliado 
jurisprudencialmente a las víctimas de desaparición forzada por el término que 
dure la ausencia o hasta que ocurra una causal que ponga fin a tal situación 
jurídica como lo es la declaración de muerte real o presunta; los salarios 
seguirán siendo entregados al administrador de bienes designado 
provisionalmente o de manera definitiva hasta tanto no se declare la muerte 
presunta o se compruebe la muerte real del desaparecido, o bien porque 
aparezca el desaparecido. 
 Mientras persista la situación de ausencia por desaparición, el curador estará 
legitimado para recibir los salarios u honorarios del desaparecido y destinarlos 
únicamente para el sustento de las personas que dependían económicamente 
del desparecido. De igual modo le queda imposibilitado al empleador del 
desaparecido dar por terminado los contratos laborales, hasta cuando se 
produzca la libertad, se declare la muerte presunta, o se compruebe la muerte 









La declaración de ausencia por desaparición forzada en complemento con los 
instrumentos de protección consagrados en la Ley 986 de 2005 y en la Ley 
1436 de 2011, se constituyen como una optima herramienta legal para la 
protección del patrimonio y derechos de las familias que dependen 
económicamente del desaparecido, sin embargo es importante resaltar que la 
Ley 1531 de 2012, mediante la cual se creó la acción de declaración de 
ausencia por desaparición forzada no contempla un término por el cual estará 
vigente la protección. 
Por aplicación analógica de la Ley 986 de 2005 los instrumentos de protección  
a las víctimas se da hasta tanto se declare la muerte presunta, se comprueba 
la muerte presunta, se termine el periodo de la relación contractual, o finalice el 
periodo legal o constitucional del cargo, es decir, que la personalidad jurídica, 
la patria potestad sobre los hijos menores, se mantendrán por el tiempo hasta 
que la familia decida declarar la muerte presunta o comprueben la muerte legal 
para iniciar el proceso de adjudicación de los bienes a los herederos a través 
de la sucesión por causa de muerte. 
Sin embargo, la garantía de pagos de salarios y la conservación de la 
personalidad jurídica hacen al sujeto desaparecido como titular de derechos y 
con capacidad de contraer obligaciones, y la ley 1531 de 2012 no menciona la 
designación de un curador de bienes de manera textual; se presume que 
dentro de las medidas de garantía de conservación del patrimonio que debe 
adoptar el Juez que conoce de la solicitud, está la de de designar un curador 
de bienes para la administración de los mismos. 
También se concluye que de no ser procedente la designación de un curador 
de bienes en la sentencia que declara la ausencia por desaparición forzada, 
corresponderá al curador provisional designado en la investigación penal para 
realizar las respectivas solicitudes de acceso a los mecanismos de protección 
consagrados en la Ley 986 de 2005 y por la Ley 1436 de 2011, o bien mediante 
la designación de un administrador de bienes de persona ausente regulado por 
la Ley 1306 de 2009. 
En el caso de las personas pensionadas víctimas del delito de desaparición 
forzada, es imperante la declaración de muerte presunta a fin de garantizar un 
pago de mesada pensional por medio de la pensión de sobreviviente, en virtud 
de que el pago de salarios a través del curador sólo se realizará hasta cumplir 
los requisitos de pensión. 
Desde el punto de vista de las víctimas y sus familias, la normativa relacionada 
se erige como un alivio legal, una herramienta de protección frente al 
menoscabo de derechos vulnerados, de garantía de un mínimo vital para las 
personas que dependen económicamente del desaparecido; desde la 
perspectiva del Estado y empleador, se puede tomar como un detrimento en 
las finanzas al continuar un pago a una persona que no presta sus servicios, y 
a la vez tener la necesidad de suplir el cargo para el optimo desempeño de las 
labores ejercidas por el desaparecido. 
 Por otra parte, acceder a los beneficios legales en cuanto a la suspensión de 
términos y plazo en las diferentes obligaciones al considerar la desaparición 
forzada como causal de caso fortuito o fuerza mayor es un gran alivio para la 
familia, sin embargo, es de considerar que el solicitar la declaración de 
ausencia por desaparición forzada presupone el efecto de continuar la 
personalidad jurídica del desaparecido lo que lo hace responsable aún de las 
obligaciones civiles y mercantiles. 
No es justo para un acreedor que se suspendan los plazos para obtener el 
pago de las obligaciones y el cumplimiento de contratos, mientras que para el 
desaparecido las medidas de protección contemplen el beneficio de que el 
curador ejecute las obligaciones pendientes; falta una reglamentación 
adecuada que permita cumplir los presupuestos normativos y proteger el 
patrimonio del ausente y garantizar a los terceros acreedores el pago de sus 
obligaciones. 
Entre las medidas que debe adoptar el Juez para  la protección del patrimonio, 
se debería pensar que debe ser la de no aplicar la extinción de derecho de la 
medida de afectación a vivienda familiar de los inmuebles que hayan sido 
afectados por voluntad del desaparecido en virtud de la ley 258 de 1996, 
igualmente impedir que por solicitud se levante la medida por operancia de la 
declaración de ausencia por desaparición forzada; de acuerdo a lo anterior y al 
artículo 10 de la ley 1531 de 2012, que hace una derogación tacita de la 
disposiciones contrarias,  el levante de la afectación no operaria en la 
declaración de ausencia por desaparición forzada, en conclusión el legislador 
debió aclarar  en la norma objeto de estudio que el numeral 4 del artículo 4 de 
la Ley 258 de 1996 sólo aplica para los casos de desaparición simple, o en su 
defecto mencionar en la Ley 1531 de 2012 la salvedad  que la cancelación de 
la afectación de vivienda familiar no tiene cabida en los casos de desaparición 
forzada en aras de garantizar la protección de los bienes en los casos de haber 
hijos menores de edad, sin embargo nada se opone a que el Juez mencione el 
punto en la sentencia.   
La entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012, en lo que respecta al artículo 
627 numeral 1, la declaración de ausencia que contempla el artículo 583 del 
Código General del Proceso hace parte de los tramites notariales que entraron 
a operar con la promulgación de la Ley 1564 de 2012, sin embargo, la Ley 
1531 de 2012 es una Ley que regula un procedimiento especial al proceder por 
la desaparición forzada, y por tal no es de competencia de los notarios en vista 
de que la aplicación de la de la declaración de  ausencia y de muerte presunta 
se rige por las reglas de los procesos de jurisdicción voluntaria ante los 
juzgados de familia en primera instancia. 
Mientras que el procedimiento de declaración de ausencia por desaparición 
forzada el competente es el Juez Civil y por aplicación del Código de 
Procedimiento Civil en lo no regulado por las leyes especiales, la competencia 
del Juez para conocer la declaración de ausencia por desaparición forzada está 
radicada en el Juez Civil del Circuito 
Así a grandes rasgos, la declaración de ausencia por desaparición forzada es 
competencia de los Jueces de Circuito en primera instancia y la declaración de 
ausencia simple es de competencia de los Jueces de Familia, en la declaración 
de ausencia por desaparición forzada se persiguen efectos más especializados 
como protección al patrimonio, continuidad en la personalidad jurídica entre 






















Anexo 1. Formato para declaración de Ausencia por Desaparición Forzada 
 
SEÑOR (A) 
JUEZ  CIVIL DEL CIRCUÍTO DE……. 
E.  S.  D. 
 
 
Ref.: PROCESO DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR 
DESAPARICION FORZADA DE  - Nombre de la Victima-. 
 
 
………………………., mayor de edad, identificado con la cedula de ciudadanía 
número………………… de……………., actuando en nombre propio, solicito se 
Declare la ausencia por desaparición forzada de el/la señor 
(a)………………………………………., identificado con la cédula de ciudadanía 







1. El/la señor (a) identificado (a) con la cédula de ciudadanía 
número……………. de…………………, tiene domicilio y esta 
residenciado (a) en la ciudad de…………………………… y se 
desempeña como……………….de la 
firma/empresa/sociedad/entidad…………………….. 
2. El/la señor (a) tiene sociedad conyugal/ marital de hecho con 
……………………………………………., relación de la cual se han 
procreado a los hijos ……………………………………… y 
…………………………………. 
3. El/la señor (a) desapareció de su domicilio el día……………… (..) 
de…….del año…….., tal como consta en copia de la denuncia que se 
adjunta y en las certificaciones que se anexan. 
4. Como Cónyuge/hermano/hijo/padre del señor 
(a)………………………………………, tengo interés legitimo y estoy 
facultado por la Ley para interponer la presente demanda. Además 
de mi, figuran como familiares 
de…………………………………………., 
padre………………………………identificado con la cedula de 
ciudadanía numero, 
…………………………………………………hermanos 
………………………………………………………….con cedula de 
ciudadanía número……………………………… hijos 






1. Se declare la ausencia por desaparición forzada de el/la señor (a), 
……………………………………………identificado con la cédula de 
ciudadanía número………………….. de……………………………. 
2. Se nombre como curador (a) provisional de los bienes del señor 
(a)………………………………….. al el/la suscrita. 





Son de propiedad del el/la señor(a)……………………………………..las 
siguientes: 
 
4. Inmueble ubicado en la (dirección) de la ciudad de……………………. 
5. Inmueble ubicado en la (dirección) de la ciudad de,……………………. 
6. Inmueble ubicado en la (dirección) de la ciudad de…………………….. 
7. …………………… 
8. ……………………… 
El señor (a) tiene en la actualidad las siguientes obligaciones: 
 
1. Hipoteca sobre el inmueble ubicado en la (dirección), de la ciudad 
de………….., a favor de………………………………. 
2. Cuotas de administración en el 
Conjunto/Urbanización/Edificio………………… en la (dirección) de la 
ciudad de………………  




FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
La presente demanda está amparada en la Ley 1531 de 2012, la Ley 986 de 




Es Usted señor Juez competente por el lugar del domicilio de de la persona 
desaparecida forzadamente y debido a la naturaleza del asunto y según el 
Artículo 4 de la Ley 1531 de 2012 y artículo 16, Numeral 9 del Código de 




1. Fotocopia de la denuncia instaurada 
por……………………………………… cónyuge/hermano/padre/hijo/etc. 
de la persona desaparecida, ante las respectivas autoridades. 
2. Registro Civil de nacimiento 
de…………………………………………….desaparecido. 
3. Registro Civil de nacimiento del suscrito 
4. Registro Civil de matrimonio o declaración de unión marital de hecho 
5. Copia del contrato/acta de posesión del señor……………………………… 
en la firma/empresa/sociedad/entidad…………………….. 




El presente proceso es de carácter especial y le rigen las normas descritas en 




Se puede notificar en suscrito en la (dirección), de la ciudad……………….o en 
la secretaria del despacho. 
 
 







Anexo 2. Respuesta de derecho de petición elevado a la Fiscalía General 
de la Nación en relación sobre la cantidad de denuncias por desaparición 
forzada.  
 
Anexo 3. Estadísticas delito de Desaparición Forzada a corte de Febrero 
28 de 2013, según respuesta de la Fiscalía General de la Nación 
 
ESTADISTICAS DESAPARICION FORZADA 
    










LEY 600 DE 2000 13537 683 1 
LEY 906 DE 2004 14618 11 5 
    
    TOTAL:  28155 694 6 
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